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Bogotá, D.C., veinticuatro (24) de noviembre de dos mil veintiuno (2021) 
 
Expediente:       

 
11001-33-34-003-2021-00354-00  

Accionante:   MIGUEL ANGEL BRAVO GUTIÉRREZ 
Accionados:       SENADO DE LA REPÚBLICA - CÁMARA DE REPRESENTANTES  
Asunto:    Resuelve nulidades  
 
Procede el Despacho a resolver las peticiones de nulidad procesal interpuestas 
tanto por las partes como de manera masiva por entidades territoriales, 
conforme a los siguientes: 
 

                                          1. ANTECEDENTES 
 
1.1 Del trámite efectuado 
 
- El señor Miguel Ángel Bravo Gutiérrez acudió a la acción de tutela prevista en 
el artículo 86 de la Constitución Política, con el propósito de que se protegiera 
el derecho al debido proceso e igualdad y en consecuencia, el juez 
constitucional procediera al amparo con el fin de evitar la entrada en vigencia 
del artículo 125 del proyecto de ley del Presupuesto General de la Nación 2022, 
mediante el cual se modificó el marco legal previsto en la Ley Estatutaria 905 de 
2005, a través de una ley ordinaria, como lo es la aprobatoria del presupuesto. 
 
En la acción constitucional se determinó como accionados al Senado de la 
República y a  la Cámara de representantes2.  
 
- La acción de tutela se interpuso inicialmente ante el Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca el 22 de octubre de 20213, cuyo conocimiento le correspondió 

 

1 Para evitar posibles retrocesos o demoras, solo radique en la citada dirección electrónica para memoriales 
dirigidos a este Despacho. 
2 Archivo PDF 01  
3 Archivo PDF 02 Acta de reparto Tribunal Administrativo de Cundinamarca  
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por reparto al Magistrado Luis Gilberto Ortegón de la Sección Segunda, 
Subsección B, quien mediante providencia del 25 de octubre de 2021, ordenó 
la remisión a los Juzgados Administrativos de Bogotá para conocer de la acción 
constitucional4. 
 
-En cumplimiento de lo ordenado por el superior, el Juzgado mediante 
providencia del 27 de octubre de 2021, aprehendió conocimiento de la acción 
de tutela y la admitió en contra del Senado de la República y la Cámara de 
Representantes5, así: 

 
“SEGUNDO: Admitir la presente acción de tutela, interpuesta por el señor 
Miguel Ángel Bravo Gutiérrez, quien se identifica con cédula de ciudadanía  
1.098.612.688,  conforme a las precisiones realizadas en la parte considerativa 
de esta providencia.  
  
TERCERO:  Por Secretaría, notifíquese por el medio más expedito y eficaz esta 
providencia a  los presidentes del Senado de la República  y de la Cámara 
de Representantes, quienes dispondrán del término de dos (2) días, contados 
a partir de la respectiva notificación, para pronunciarse sobre los hechos 
expuestos por el accionante.  
  
En aplicación del artículo 16 del Decreto 2591 de 1991, el numeral 7º del 
artículo 175 y el artículo 197 de la Ley 1437 de 2011, en el informe se deberá 
incluir el nombre completo y correo electrónico del funcionario a quien le 
correspondería el cumplimiento del fallo de tutela, como también el correo 
electrónico de la entidad.  
 
CUARTO: Decretar como prueba la siguiente: Los presidentes del Senado y de 
la Cámara de Representantes deberán precisar e informar, si al trámite 
relativo a la modificación de la ley de garantías a la que hace referencia el 
artículo 125 del proyecto de Ley 158 de 2021 se le dio el trámite de Ley 
Estatutaria conforme al principio de reserva establecido en el artículo 152 de 
la Constitución Política. 
 
Para tal efecto, los referidos presidente del Senado y Cámara rendirán el 
informe solicitado dentro de los dos (2) días siguientes a la notificación de la 
presente providencia.” 
 

- Superado el término ordenado en el auto que admitió la acción constitucional, 
ni el presidente del Senado ni la presidenta de la Cámara de Representantes 

 

4 Archivo PDF 03 Auto que remite a los Juzgados Administrativos de Bogotá  
5 Archivo PDF Auto que admite tutela  
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dieron cumplimiento a lo ordenado en el numeral 4 del auto del 27 de octubre 
de 2021.  
 
- Ante el incumplimiento de las órdenes judiciales, mediante auto del 3 de 
noviembre de 2021, se dispuso: 
 

“1. Requerir a los señores Juan Diego Gómez Jiménez y Jennifer Arias para 
que en su condición de presidente del Senado y presidenta de la Cámara de 
Representantes, respectivamente, dentro de las 24 horas siguientes a la 
notificación de esta providencia den cumplimiento al numeral 4 del auto del 
27 de octubre de 2021. 
 
En el referido término deberán infirmar de manera clara y precisa el trámite 
actual del proyecto de ley que modificó lo relativo a la ley de garantías y 
aportar los documentos y soportes respectivos, so pena de dar apertura al 
incidente por desacato.  
 
2. Prevenir a la apoderada de la Cámara de Representantes, respecto de la 
obligación que tiene de informar a la poderdante del deber de dar 
cumplimiento a las decisiones judiciales y las consecuencias de la omisión.  
 
3. Por Secretaría realizar la notificación de la presente providencia a los 
correos señalados para notificaciones judiciales en el Senado y la Cámara de 
Representantes, como al de la apoderada de la Cámara de 
Representantes.” 
 

- El 4 de noviembre de 2021, la jefe de la división jurídica de la Cámara de 
Representantes dio respuesta al requerimiento judicial6. 
 
- El 4 de noviembre de 2021, el Senado a través del secretario general rinde el 
informe solicitado, a la vez que se pronuncia de manera extemporánea 
respecto de la acción de tutela7. 
 
- El 9 de noviembre de 2021, se profiere el fallo de primera instancia, se ordena 
la notificación a las partes y la comunicación a las entidades a las que se 
impartió las órdenes para garantizar la aplicabilidad del fallo de tutela, así: 
 

“PRIMERO: AMPARAR de manera transitoria los derechos fundamentales al 
debido proceso e igualdad vulnerados en el trámite legislativo del proyecto 
de la ley 096 de 2021 Senado  y 158 de 2021 Cámara “Por la cual se decreta 
el presupuesto de rentas y recursos de capital y ley de apropiaciones para la 

 

6 Archivo PDF 19 traslado prueba  
7 Archivo PDF 22  
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vigencia fiscal del 1 de enero al 31 de diciembre de 2022”, el cual fue objeto 
de votación en Senado y Cámara, por desconocer el principio de reserva y 
afectar de manera grave los principios de imparcialidad e igualdad electoral, 
conforme a lo establecido en la parte considerativa de esta providencia. 
 
SEGUNDO: ORDENAR al presidente de la república y a los representantes 
legales de las entidades del orden nacional y del sector descentralizado 
territorialmente, abstenerse de dar aplicación a la modificación realizada al 
parágrafo 38 de la Ley 996 de 2005. 
 
La restricción enunciada tiene como efectos garantizar los derechos al 
debido proceso, igualdad e imparcialidad en el proceso electoral.  
 
La presente restricción solo estará vigente hasta que la Corte Constitucional 
conozca de la demanda de acción pública de inconstitucionalidad que 
adelantará el señor Miguel Ángel Bravo Gutiérrez o, que, en el ejercicio de 
ese derecho, radique cualquier ciudadano en los términos que establece el 
artículo 241 de la Constitución. 
 
En esa medida el amparo transitorio objeto de esta providencia y la 
restricción enunciada para la celebración de los convenios  
interadministrativos, la ejecución de recursos públicos, la no participación, 
promoción y destinación de recursos públicos de las entidades a su cargo, en 
la forma que lo establece el parágrafo 38 de la Ley 996 de 2005, estará 
vigente por el término improrrogable de treinta (30) días hábiles siguientes a 
la publicación de la ley, dentro de los cuales no se computará el periodo que 
comprende la vacancia judicial8. 
 
El término referido tiene como única finalidad que la Corte Constitucional 
conozca y se pronuncie conforme a sus competencias y facultades relativas 
a la guarda de la integridad y supremacía de la Constitución, conforme a lo 
precisado en la parte motiva de esta providencia. 
 
Superado el término de los treinta (30) días hábiles, que se computaran en la 
forma anunciada, si no se acude a la acción pública de inconstitucionalidad 
por el accionante o por otros ciudadanos, o si la Corte Constitucional no 
asume conocimiento del estudio del proyecto de ley, en las hipótesis referidas 
el amparo transitorio perderá efectos de manera inmediata. 
 
La medida de amparo comprende única y exclusivamente al artículo 125 del 
trámite legislativo del proyecto de la ley 096 de 2021 Senado y 158 de 2021 

 

8 Si bien la vacancia judicial comprende el 19 de diciembre y el 11 de enero, es necesario advertir que, en 
el presente año, se inicia el 16 de diciembre por cuanto el 17 resulta ser festivo para la administración de 
justicia y concluye el 11 de enero de 2022.  
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Cámara, relativo a la modificación del parágrafo del artículo 38 de la Ley 
Estatutaria 996 de 2005. 
 
TERCERO: Para el cumplimiento del presente fallo de tutela se ordena su 
publicación en las páginas web de la Presidencia de la República, del 
Ministerio de Hacienda y de todas las entidades del sector central y 
descentralizado del orden nacional. 
 
Asimismo, de las entidades territoriales, por lo que los alcaldes y gobernadores 
deberán atender de manera clara y precisa lo reglado en el parágrafo 38 de 
la Ley 996 de 2005, mientras la Corte Constitucional emite pronunciamiento, 
conforme a lo expresado en esta providencia. 
 
El Departamento Administrativo de la Presidencia de la República deberá 
informar del contenido y velar por la publicidad del presente fallo, para su 
acatamiento. 
 
Dentro de las veinticuatro (24) horas siguientes a la notificación del presente 
fallo, se dispondrá lo pertinente por el DAPRE para la debida comunicación y 
notificación a las entidades del sector central y descentralizado, que 
comprenden departamentos y municipios. 
 
En esa medida, el director del DAPRE rendirá informe ante este Despacho del 
cumplimiento en la publicidad del presente fallo.  
 
Asimismo, se procederá a la publicidad del fallo de tutela a través de la 
página de la rama judicial, conforme a lo dispuesto por el Consejo Superior 
de la Judicatura, con la finalidad de dar a conocer el contenido y alcance 
del fallo de tutela. 
 
CUARTO. Notifíquese esta providencia a las partes por el medio más expedito, 
conforme lo dispone el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 
 
QUINTO. Si esta providencia no fuese impugnada dentro de los tres (3) días 
siguientes a su notificación, remítase el expediente a la Corte Constitucional, 
para su eventual revisión.”9 

 
-La notificación del fallo de tutela de primera instancia se realizó mediante 
correo electrónico del 10 de noviembre de 202110. 
 
-Entre el 11 y el 16 de noviembre 2021, se recibieron solicitudes de nulidad 
procesal por parte de las siguientes entidades: Asocapitales; municipios de 

 

9 Archivo PDF 28 Sentencia  
10 Archivo PDF 29 Captura de notificación  
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Pasto, Leticia, Montería, Manizales, Pereira, Tunja, Inírida, Quibdó, Gamarra, 
Popayán e Ibagué; los Distritos Especiales de Cali y Barranquilla;  la Agencia 
Nacional de Defensa Jurídica del Estado; la Presidencia de la República; el 
Ministerio de Hacienda; la Cámara de Representantes y el Senado de la 
República11. 
 
- El 18 de noviembre de 2021, se realizó fijación en lista y se corrió traslado por el 
término de tres días, de las peticiones de nulidad12.  
 
- El 23 de noviembre de la presente anualidad, el accionante efectuó 
pronunciamiento en término, oponiéndose al decreto de la nulidad13. 
 
1.2. De los argumentos expuestos en las solicitudes de nulidad 
 
1.2.1 Asocapitales 
 
La directora ejecutiva de la Asociación Colombiana de Ciudades Capitales – 
Asocapitales, mediante correo electrónico del 12 de noviembre de 2021, solicitó 
que se declare la nulidad de proceso como consecuencia de la vulneración del 
derecho al debido proceso de las ciudades capitales de Colombia, las cuales 
no fueron vinculadas al trámite de tutela a pesar de tener un interés legítimo en 
el mismo y pese a verse afectadas con la sentencia que fue proferida el día 09 
de noviembre de 2021.  
 
Considera que la asociación está legitimada en la causa por activa para 
interponer la solicitud de nulidad, pues afirma que esta tiene como propósito 
defender los intereses de las ciudades capitales; lo cual incluye la protección de 
los derechos al debido proceso y la defensa judicial en que se vean vulnerados 
por las decisiones proferidas por las autoridades públicas en ejercicio de sus 
funciones constitucionales y legales.  
 
Cita el artículo 135 del Código General del Proceso, que establece quiénes están 
legitimados para presentar la causal de nulidad por indebida notificación en un 
proceso judicial y sostiene que, tanto Asocapitales como las ciudades capitales 
del país tienen un interés legítimo y directo en el presente proceso de tutela, pues 
se ven afectadas por el fallo cuando se ordenó a los representantes legales de 

 

11 C01 Nulidad, archivos  04 a 72. 
12 https://www.ramajudicial.gov.co/documents/2394690/60637167/FijacionEnLista202100354.pdf/e4c4c151-
376c-4262-9423-1813ce83abc5; 
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/2394690/60637167/EscritosNulidad202100354.pdf/d03c7fcb-
7f3d-4b2d-826c-05b45f9ba7c8 y  C01Nulidad, archivos 73 a 75. 
13 C01 Nulidad, archivos  76 y 77. 

https://www.ramajudicial.gov.co/documents/2394690/60637167/FijacionEnLista202100354.pdf/e4c4c151-376c-4262-9423-1813ce83abc5
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/2394690/60637167/FijacionEnLista202100354.pdf/e4c4c151-376c-4262-9423-1813ce83abc5
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/2394690/60637167/EscritosNulidad202100354.pdf/d03c7fcb-7f3d-4b2d-826c-05b45f9ba7c8
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/2394690/60637167/EscritosNulidad202100354.pdf/d03c7fcb-7f3d-4b2d-826c-05b45f9ba7c8
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las entidades territoriales inaplicar lo dispuesto en el artículo 125 del Proyecto de 
Ley 158 de 2021, sin antes ser notificadas del proceso de tutela.  
 
1.2.2 Entidades descentralizadas territorialmente 
 
Los siguientes municipios y distritos solicitaron la nulidad de lo actuado desde el 
auto admisorio de fecha 27 de octubre de 2021, para lo cual coincidieron en 
citar la sentencia SU 116 de 2018, entre otras providencias proferidas por la Corte 
Constitucional, para afirmar que los municipios se encuentran ineludiblemente 
vinculados a la situación jurídica materia de debate, es decir, la aplicación de 
la modificación a la Ley 996 de 2005 por el proyecto de Ley 158 de 2021, y la 
imposibilidad de lograr sus fines, esto es, la reactivación económica y la 
ejecución de programas y proyectos con autoridades nacionales. Asimismo, 
señalaron que conocieron el contenido de la sentencia proferida en presente 
asunto, el día 10 de noviembre de 2021, por la difusión en medios de 
comunicación. 
 
1.2.2.1 Municipio de Pasto 
 
Mediante correo electrónico del 12 de noviembre de 2021, el apoderado del 
municipio de Pasto, manifiesta que debe declararse la nulidad de todo lo 
actuado desde el auto admisorio de la acción de tutela, ya que el Despacho 
omitió vincular al ente territorial como tercero con interés legítimo, pasando por 
alto que la discusión en torno a la aplicación o no de la modificación realizada 
al parágrafo 38 de la Ley 996 de 2005, por el proyecto de Ley 158 de 2021, tiene 
claros efectos frente este municipio, tal como se refleja en el numeral segundo 
de la sentencia del 09 de noviembre del presente año, pues se imparte una 
orden directa a ese ente. Señala además que, al tener que abstenerse de dar 
aplicación al artículo 125 de dicho proyecto una vez sancionado, se truncan los 
fines de reactivación económica con la posibilidad de llevar a cabo programas 
y proyectos con autoridades del orden nacional.  
 
Por lo anterior, considera que se vulneraron flagrantemente los derechos de 
naturaleza constitucional como lo es el de audiencia, defensa y contradicción, 
enmarcados dentro de la garantía al debido proceso, consagrada en el artículo 
29 de la Constitución Política.  
 
Sostiene que, pese a no vincular a los entes territoriales, el Despacho presupone, 
en una suerte de hipótesis, que estas entidades actuarían en contravía de la Ley 
Estatutaria 996 de 2005, si el proyecto de Ley 158 de 2021 se sanciona. Es decir, 
se da por hecho que los convenios que se celebrarían darían lugar a situaciones 
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irregulares que no se acompasan con el marco constitucional que gobierna las 
actuaciones públicas.  
 
Por esta razón, afirma que realizar dichas consideraciones sin permitir el ejercicio 
del derecho de defensa para contradecir tales supuestos quebranta su interés 
legítimo en el asunto materia de Litis, aunado a que los fines de reactivación 
económica que se truncan con la decisión del despacho, también tienen 
consecuencias negativas para estas entidades. 
 
1.2.2.2 Municipio de Leticia 
 
A través de correo electrónico del 12 de noviembre del año en curso, la jefe de 
la Oficina Asesora Jurídica, solicita nulidad de lo actuado por considerar que se 
violaron los derechos fundamentales al debido proceso, a la defensa y a la 
contradicción, consagrados en el artículo 29 de la Constitución Política, al 
haberse omitido la vinculación formal del ente territorial en calidad de tercero 
con interés legítimo.  
 
Refiere que el interés legítimo en este caso se deriva de la orden contenida en 
el numeral segundo de la parte resolutiva del fallo y señala que las razones 
esgrimidas por este Despacho en la mencionada providencia para intentar 
justificar el error sustantivo y procesal (la mera mención a una función de rango 
constitucional como la de sancionar las leyes, atribuida directamente al 
Congreso por la Constitución Política), no pretermite per se la obligación de 
respetar el derecho al debido proceso por ausencia de notificación.  
 
Así, sostiene que para proceder a tal justificación, no solo resulta relevante 
afirmar en abstracto una función dentro del trámite de un acto jurídico complejo, 
como el de aprobar y sancionar las leyes, sino demostrar que en ausencia de un 
tercero con interés, no era necesaria su participación en un proceso de tutela. 
  
Además, afirma que en ausencia del representante legal del ente territorial y 
demás a quienes se les ordena abstenerse de dar aplicación a la modificación 
realizada al parágrafo 38 de la Ley 996 de 2005, el Juzgado decidió establecer 
de forma atípica obligaciones de hacer y no hacer afectándolos directamente. 
 
1.2.2.3. Municipio de Montería 
 
En correo electrónico del 12 de noviembre del presente año, el alcalde solicita 
igualmente la nulidad de lo actuado, pues considera que el inciso segundo del 
artículo tercero de la sentencia impone una orden a las entidades territoriales, y 
por tanto, les asiste interés legítimo en el proceso, más aún cuando ello incide 
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directamente en la facultad de ejecutar proyectos contenidos en sus planes de 
desarrollo. 
 
Por ello, sostiene que se debió notificar desde el principio a las personas 
interesadas en el proceso, en concreto al municipio de Montería, pues los 
efectos de la decisión tomada inciden directamente en la órbita de 
competencias del ente territorial. 

 
1.2.2.4. Municipio de Popayán 
 
Mediante correo electrónico de la misma fecha, el jefe de la Oficina Asesora 
Jurídica solicita que se declare la nulidad por indebida notificación de todo lo 
actuado al interior del trámite de la acción de tutela, como quiera que no se 
vinculó formalmente al municipio de Popayán a la actuación jurídica y procesal 
surtida durante el estudio del presente amparo constitucional, desconociendo 
su calidad de tercero interesado y los derechos fundamentales que le asistían al 
debido proceso y al acceso a la administración de justicia.  
 
Lo anterior, pues en su criterio, este ente se ve directamente afectado con la 
decisión adoptada, pues se dejó sin efectos la modificación de la restricción 
contenida en el artículo 38 de la ley de garantías electorales, para la suscripción 
de convenios interadministrativos, lo que incide en los temas contractuales del 
municipio, máxime cuando el artículo 287 constitucional establece que es 
derecho de las entidades territoriales la autonomía para la gestión de sus 
intereses, así como administrar los recursos. 
 
1.2.2.5. Municipio de Manizales  

 
También a través de correo electrónico del 12 de noviembre, el apoderado del 
ente territorial solicita su vinculación como coadyuvante en la presente acción 
de tutela y eleva petición de nulidad procesal. 
 
Refiere que le asistía al juez de conocimiento el deber de vincular al proceso de 
amparo constitucional a los terceros con interés, en este caso a los municipios, 
en virtud de lo establecido en los artículos 13 y 16 del Decreto 2591 de 1991, pues 
los efectos de la sentencia irradian la órbita de sus competencias al ordenarles 
atender de manera clara y precisa lo reglado en el parágrafo 38 de la Ley 996 
de 2005, mientras la Corte Constitucional emite pronunciamiento, incidiendo en 
la potestad de ejecutar proyectos contenidos en sus planes de desarrollo y en 
consecuencia, en la ejecución presupuestal.  
 
1.2.2.6 Distrito Especial de Santiago de Cali   
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Mediante correo electrónico del 12 de noviembre de 2021, la directora del 
Departamento Administrativo de Gestión Jurídica Pública, refiere que la 
sentencia proferida por este Despacho impone una orden judicial a los entes 
territoriales sin haber sido vinculados a la acción constitucional; orden que en su 
criterio afecta la ejecución del Plan de Desarrollo vigente, al tener que inaplicar 
lo dispuesto en el artículo 125 del Proyecto de Ley 158 de 2021, con lo cual existe 
causal de nulidad por indebida notificación. 
 
Manifiesta que la aplicación de las disposiciones del artículo 125 del Proyecto de 
Ley 158 de 2021, es fundamental para reactivar la economía de las ciudades 
capitales y las regiones que vieron disminuidos sus ingresos en el tercer semestre 
del año 2020 por motivo de la pandemia.  
 
Señala además, la existencia de otra causal de nulidad “la decisión carece por 
completo de fundamentación"; esto es, en su criterio la sentencia de fecha 09 
de noviembre de 2021, adolece sustantivamente de argumentación respecto a 
la configuración de la violación o amenaza a los derechos fundamentales del 
accionante.  
 
Al respecto, indica que la determinación de la validez de las actuaciones del 
Congreso de la República le corresponde de manera prevalente a la Corte 
Constitucional, de acuerdo con el artículo 244 de la Constitución Política, y por 
ello, la discusión sobre el trámite dado al artículo 125 del mencionado proyecto 
de ley, no podía ser objeto de decisión en una acción de tutela. Así, hasta que 
este no sea sancionado, demandado y revisado por el Alto Tribunal, las 
consideraciones expuestas en el fallo son hipotéticas.  
 
Igualmente afirma que, el accionante no acredita probatoriamente los hechos 
que fundamentan la supuesta violación o amenaza a los derechos 
fundamentales invocados y el juez tampoco corrobora e indica cuales son los 
hechos que causan la presunta vulneración, pues entiende que la afectación al 
debido proceso se configura por la expedición mediante una ley ordinaria de 
una disposición correspondiente a una ley estatutaria, es decir, a través de una 
calificación hipotética. 
 
1.2.2.7. Municipio de Pereira 
 
A través de correo electrónico de la misma fecha, el apoderado del municipio 
de Pereira refiere que el presente litigio tiene un especial interés de los entes 
territoriales, pues la normativa con expectativa de ley está encaminada a la 
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reactivación económica y por tanto, se debe declarar la nulidad de lo actuado 
pues ninguno de ellos fue notificado y vinculado al trámite judicial. 
 
Sostiene que el artículo objeto de modificación legislativa encuentra en la 
descentralización territorial actores de primer orden, por lo que sustancialmente 
no era posible dejarlos por fuera en un trámite jurisdiccional que es de la mayor 
importancia para ellos, por los proyectos de reactivación económica que se 
estaban planeando en concurso con el Gobierno Nacional, frente a lo cual este 
municipio no pudo ejercer su derecho de defensa y contradicción. 
 
En su concepto, no puede compelerse a las autoridades territoriales a inaplicar 
una disposición legal en la que tienen un magno interés, sin permitirles en el curso 
del proceso judicial ejercer sus derechos de defensa, contradicción y 
argumentaciones de conveniencia, en particular sobre el municipio de Pereira, 
respecto de la preparación de los juegos nacionales previstos para el año 2023 
y que implican una serie de adecuaciones y construcciones en el año 2022 que 
faciliten la realización de las competencias, dado que los recursos del Gobierno 
Nacional sólo pueden ser transferidos vía convenios interadministrativos. 
 
1.2.2.8. Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla  
 
En correo electrónico del 12 de noviembre de 2021, la apoderada del ente 
distrital solicita igualmente la nulidad por indebida integración de litisconsorcio 
de los terceros afectados, como en su concepto sería la Presidencia de la 
República y los entes territoriales. Frente a estos últimos, señala que las órdenes 
dadas en el numeral segundo y tercero, claramente les impone obligaciones 
que inciden en la facultad que estos tienen de ejecutar los proyectos contenidos 
en los planes de desarrollo. 
 
Asimismo, sostiene que de conformidad con el Decreto 333 de 2021, este 
Despacho judicial no tenía competencia para decidir la presente acción 
constitucional.  
 
1.2.2.9. Municipio de Tunja  
 
El Alcalde, mediante correo electrónico del 12 de noviembre del año en curso, 
solicita la nulidad de todo lo actuado considerando que al imponerse una orden 
judicial a la entidad territorial sin haber sido vinculada y notificada, se vulnera el 
debido proceso y se afecta o limita la facultad de ejecutar proyectos inmersos 
en el Plan de Ordenamiento Territorial del municipio, configurándose las causales 
2 y 8 del artículo 133 del CGP. 
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1.2.2.10 Municipio de Inírida 
 
En correo electrónico de la misma fecha, quien dice actuar como Alcalde 
municipal, solicita la nulidad de lo actuado por cuanto considera debió 
vincularse como tercero con interés al presidente de la República. Para el efecto 
presenta idéntico escrito al que posteriormente sería presentado por el 
Departamento Administrativo de la Presidencia de la República. 
 
1.2.2.11 Municipio de Quibdó 

 
A través de correo electrónico del 12 de noviembre, la alcaldesa delegada 
solicita la nulidad de lo actuado por cuanto no fueron vinculadas las ciudades 
capitales de Colombia, pese a tener un interés legítimo en el proceso según las 
órdenes dadas en el fallo. Sostiene que la aplicación de las disposiciones del 
artículo 125 del proyecto de ley 158 de 2021, es fundamental para reactivar la 
economía, en especial del municipio de Quibdó que por más de 20 años ha sido 
la ciudad capital del país con más alta tasa de desempleo, agudizado por la 
pandemia. 
 
Sostiene que, según la jurisprudencia de la Corte Constitucional, una de las 
causales para solicitar la nulidad de un proceso de tutela es que la decisión 
carezca por completo de fundamentación, lo cual afirma ocurrió en el presente 
caso, pues en su criterio la sentencia adolece sustantivamente de 
argumentación respecto a la configuración de la violación o amenaza a los 
derechos fundamentales del accionante. Al respecto, exhibe exactamente los 
mismos argumentos esgrimidos por Asocapitales. 
 
1.2.2.12 Municipio de Gamarra 

 
A través de correo electrónico del 16 de noviembre de 2021, el apoderado del 
ente territorial solicita se ordene su vinculación como directo interesado en las 
resultas de la acción, pues el fallo proferido el 09 de noviembre de 2021, surte 
efectos en su contra y por tanto, debe garantizarse el debido proceso y derecho 
de defensa. 
 
1.2.2.13 Municipio de Ibagué  
 
Mediante correo electrónico del 16 de noviembre de 2021, recibido a las 6:10 
p.m., la jefe de la Oficina Jurídica de dicho municipio reprocha una falta de 
notificación a las ciudades capitales del país, sosteniendo que estas fueron 
afectadas en forma directa con la orden emitida en el numeral segundo del fallo 
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de tutela, lo que a su juicio implica una violación al debido proceso y defensa 
judicial. 
 
Asimismo, considera que la sentencia proferida carece de argumentación frente 
a la vulneración de los derechos fundamentales del accionante, por cuanto el 
desarrollo administrativo de las entidades territoriales se ajusta a la necesidad de 
realizar convenios entre las entidades públicas, desde el orden nacional, para 
cumplir los fines del Estado. 
 
Señala que el Juzgado suspendió una disposición normativa en contra del interés 
general, proferida bajo el amparo de los límites de la potestad legislativa de 
regular la contratación estatal. 
 
1.2.3 Presidencia de la República 
 
El secretario jurídico del Departamento Administrativo de la Presidencia de la 
República solicita declarar la nulidad procesal por cuanto a su juicio considera 
que se vulneraron los derechos al debido proceso, a la defensa y contradicción, 
al haberse omitido la vinculación a la presente acción constitucional del 
presidente de la República. 
 
En su argumentación hace referencia a los problemas jurídicos planteados al 
momento de decidir la acción constitucional y a los razonamientos jurídicos 
expuestos por el juzgado en el fallo de primera instancia.  
 
Así, concluye que el haberse impartido la orden de amparo transitorio de la 
inaplicación de las modificaciones conlleva ineludiblemente a desconocer el 
debido proceso. 
 
Agrega que de igual manera, se impartieron órdenes respecto del Ministerio de 
Hacienda, a todas las entidades del sector central y descentralizado, así como 
como al Departamento Administrativo de la Presidencia de la República. 
 
Edifica su petición de nulidad procesal en no haberse vinculado al presidente de 
la República, para lo cual acude a la argumentación relativa a la configuración 
de la nulidad expuesta por la Corte Constitucional en el Auto 364 del 12 de 
noviembre de 2010 dentro del Expediente T-2732267, y en la SU-116 del 8 de 
noviembre de 2018, a partir de lo cual concluye que era necesaria la vinculación 
debido a la orden que en el fallo se le impartió al presidente de la República. 
 
1.2.4 Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado 
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El director de Defensa Jurídica Nacional considera que se configura la nulidad 
procesal en la presente tutela, en la medida en que el juzgado no le notificó 
sobre la admisión de la acción de tutela ni de su trámite, incumpliendo  con ello 
el deber que le asiste conforme a lo previsto en el artículo 2 del Decreto Ley 4085 
de 2011, en concordancia con lo señalo en el artículo 612 del CGP y 199 del 
CPACA. 
 
Por tal razón, solicita se decrete la nulidad de lo actuado para que se  disponga 
la vinculación de la referida Agencia. 
 
1.2.5 Senado de la República y Cámara de Representantes 
 
Las mencionadas autoridades presentaron impugnación contra el fallo del 09 de 
noviembre de 2021, no obstante, dentro de sus escritos incluyeron un acápite de 
nulidad, frente al cual se dio el trámite previsto en la ley, esto es, tramitarse como 
incidente en cuaderno separado y corriendo traslado a las partes. Por lo anterior, 
se procede a resumir las razones expuestas por ellas. 
 
El Senado de la República, a través de su apoderado solicita se declaré la 
nulidad del fallo de primera instancia, por indebida integración del 
contradictorio. Para el efecto, citó jurisprudencia de la Corte Constitucional para 
señalar que no fueron vinculadas al proceso las personas que tienen un interés 
directo y legítimo en la decisión o fueron destinatarias de las órdenes de 
protección dictadas. 
 
Señala que es deber oficioso del juez, vincular no solo a quien esté real o 
aparentemente involucrado en los hechos, sino también a aquellos entes que 
por su actividad, funciones o actos tengan un nexo causal entre estos y sus 
funciones u obligaciones. 
 
Advierte que, si del trámite de la acción de tutela puede deducirse 
razonablemente que se está ante la vulneración de un derecho fundamental 
pero el juez de primera instancia omite integrar adecuadamente el 
contradictorio, dicha integración puede ser adelantada por el juez de segunda 
instancia o incluso por la Corte Constitucional.  
 
Refiere que tanto las entidades del nivel central de la Administración Pública 
como las territoriales tiene un interés legítimo, pues las consecuencias del fallo 
recaen sobre ellas, toda vez que, para resarcir los derechos del tutelante el 
Juzgado no le ordenó nada a las partes demandadas, sino que sus órdenes de 
amparo fueron dirigidas tanto a las entidades administrativas del nivel nacional 
como a los entes territoriales.  
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Considera que el desconocimiento de la garantía fundamental al debido 
proceso de estos terceros con interés legítimo no tiene justificación fáctica, 
argumentativa, o jurídica, pues la Juez de manera incomprensible, indica que 
no vincula, por ejemplo, al presidente de la República porque no encuentra que 
el resultado del trámite de tutela pueda implicarlo y sin embargo, resuelve emitir 
órdenes a este y a los representantes legales de las entidades del orden nacional 
y del sector descentralizado territorialmente. Dice no entender como el Juzgado 
concluye una cosa y resuelve otra, salvo la concreción de una vía de hecho, 
que genera la nulidad de lo actuado, ante un defecto procedimental absoluto.  
 
Por su parte, la Cámara de Representantes a través de su apoderado, citando 
jurisprudencia de la Corte Constitucional, señala también la configuración de la 
nulidad por indebida integración del contradictorio, pues no se le permitió a la 
Presidencia de la República solicitar, controvertir y analizar las pruebas 
recaudadas en el marco de la acción de tutela, así como tampoco 
pronunciarse sobre la solicitud de amparo, con el propósito de que expusiera sus 
argumentos en relación con el asunto sometido al juicio de la autoridad judicial, 
pese a que se le impartieron órdenes directas en la parte resolutiva de la 
sentencia impugnada. 
 
Indica que no pueden impartirse órdenes a terceros no vinculados al proceso, 
salvo que se disponga de manera estricta que el cumplimiento corresponde a 
un deber legal, pero cuando las órdenes van más allá del mismo y se dispongan 
medidas excepcionales que a criterio del juez resulten necesarias para 
establecer una determinada protección, debe garantizarse la contradicción y 
el debido proceso por medio de la vinculación.  
 
Considera relevante dicha situación, pues las órdenes impartidas en la sentencia 
no corresponden a las funciones propias de la Presidencia en cumplimiento de 
un deber legal, sino que obedecen a medidas excepcionales no regladas que 
en criterio del juez resultan imperiosas, aunado a que la Presidencia y gran 
cantidad de entidades territoriales tienen un interés en las resultas del proceso, 
razón suficiente para haber sido convocadas al proceso.  
 
1.2.6 Ministerio de Hacienda y Crédito Público  
 
El subdirector jurídico del Ministerio de Hacienda solicita la nulidad procesal por 
la indebida integración del contradictorio, motivado en la órdenes dadas a esa 
cartera en el fallo de tutela, relativo a la inaplicación normativa en caso de 
publicarse la ley.  
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1.3 Pronunciamiento de las partes frente a las solicitudes de nulidad 
 

1.3.1 Accionante 
 
El señor Miguel Ángel Bravo Gutiérrez, mediante memorial presentado vía correo 
electrónico el 23 de noviembre del año en curso, se opuso a la prosperidad de 
las nulidades propuestas por las referidas entidades, para lo cual sostuvo que en 
el caso concreto los congresistas que avalaron el cambio en la ley de garantías 
ejercieron funciones distintas a las delimitadas por la Constitución Política, 
aprobando una ley de forma atípica para realizar cambios de la Ley de 
Garantías (Ley 996 de 2005) la cual tiene rango de ley Estatutaria. 
 
Considera que de acuerdo con la Constitución Política, no puede el Congreso 
de la República, ni el presidente de la República, ni ningún funcionario público 
de ningún orden avalar una transgresión directa a la constitución, aduciendo 
“reactivación económica” para modificar, aprobar o derogar una ley 
estatutaria, precisamente con el fin de desconocer la revisión previa por parte 
de la Corte Constitucional, de conformidad con lo señalado en el artículo 152 
ibídem.  
 
Expresa que las entidades incidentantes carecen de interés legítimo en el caso 
bajo estudio, pues: i) en ninguna de sus intervenciones se efectuó un análisis de 
los hechos frente al ordenamiento constitucional; ii) su expectativa o su supuesto 
perjuicio se funda en el reconocimiento de una norma que es inconstitucional y 
no debió nacer a la vida jurídica; iii)  mientras se radicó y se adelantó en primera 
instancia la acción de tutela el presidente de la República no había sancionado 
la ley y por ello no se conocía la desafortunada sanción presidencial positiva y 
posterior y; iv) la violación de sus derechos fundamentales y otros colectivos se 
dio por las actuaciones exclusivas del Congreso de la República. 
 
Refiere que dichas autoridades carecen de cualquier tipo de legitimación, pues 
la materialidad de la violación se dio al aprobar una norma con abuso del 
derecho y con desviación propia de sus funciones, es decir, la vulneración de los 
derechos fundamentales se dio por la actuación del congreso y no de ninguna 
otra entidad.  
 
Además, se debe ponderar si puede existir algún interés de obviar o saltarse 
procedimientos de orden constitucional y las repercusiones que puedan darse 
dentro la órbita de sus derechos fundamentales, como por ejemplo la solicitud 
de nulidad de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado y se pregunta 
si dicha actuación en la defensa de los intereses jurídicos del Estado, está 
teniendo en cuenta la defensa del orden Constitucional o si se encuentra 
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legitimada para actuar o pronunciarse, cuando lo que se está alegando es 
precisamente una conducta que contraviene la intervención de la Corte 
Constitucional. 
 
Insiste en que dentro de las respuestas dadas por las alcaldías, tampoco se probó 
de manera objetiva la supuesta afectación del fallo judicial, ni revisaron la 
prevalencia del derecho sustancial sobre el formal, que no es otra que la 
transgresión a los derechos fundamentales por parte de las actuaciones de los 
congresistas, que, si hubiesen sido revisadas por los intervinientes, seguramente 
no estuviesen solicitando que se reconozca una norma sin la intervención de la 
Corte Constitucional, aceptar dichas intervenciones sería afectar la 
imparcialidad de los hechos y fundamentos que se encuentran debatiendo 
dentro del presente trámite.  
 
1.3.2 Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado 
 
El director de Defensa Jurídica Nacional manifiesta que coadyuva la solicitud de 
nulidad presentada por la Presidencia de la República. 
 
Para ello, hizo referencia al artículo 125 de la Ley 2159 de 2021, para indicar que: 
i) en la tutela se cuestiona un artículo que esta dirigido a otras entidades y al 
Gobierno Nacional, ii) que el artículo fue añadido a un proyecto de ley del 
Gobierno Nacional y iii) que la sentencia se pronunció acerca de la facultad 
sancionatoria del presidente y le dio órdenes directas, por lo que concluye 
señalando que debe ser declarar la nulidad pretendida por la presidencia al 
omitir su vinculación al trámite de la tutela. 
 
1.3.3 Los demás intervinientes 
 
Los demás intervinientes guardaron silencio. 
 

 
2. CONSIDERACIONES 

 
2.1 La nulidad de la acción de tutela 
 
De conformidad con la jurisprudencia de la Corte Constitucional14, en los 
procesos de tutela se pueden presentar vicios que afectan su validez, señalado 
que: “las nulidades son irregularidades que se presentan en el marco de un 

 

14 C. Const. Sent. T-661, Sep. 5/2014. M.P. Martha Victoria Sáchica Méndez.  
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proceso, que vulneran el debido proceso y que por su gravedad, el legislador y 
excepcionalmente el constituyente, les ha atribuido la consecuencia -sanción- 
de invalidar las actuaciones surtidas. A través de su declaración se controla 
entonces la validez de la actuación procesal y se asegura a las partes el derecho 
constitucional al debido proceso”15.  
 
Pues bien, de manera específica en materia de nulidades en los procesos de 
tutela, se aplica en lo pertinente el Código de Procedimiento Civil –hoy Código 
General del Proceso-, de conformidad con la remisión que efectúa el artículo 4 
del Decreto 306 de 1992, reglamentario del Decreto 2591 de 1991.  
 
Por lo tanto, el artículo 133 del CGP señala taxativamente como causales de 
nulidad las siguientes: 
 

“ARTÍCULO 133. CAUSALES DE NULIDAD. El proceso es nulo, en todo o en parte, 
solamente en los siguientes casos: 
 
1. Cuando el juez actúe en el proceso después de declarar la falta de 
jurisdicción o de competencia. 
2. Cuando el juez procede contra providencia ejecutoriada del superior, 
revive un proceso legalmente concluido o pretermite íntegramente la 
respectiva instancia. 
3. Cuando se adelanta después de ocurrida cualquiera de las causales 
legales de interrupción o de suspensión, o si, en estos casos, se reanuda antes 
de la oportunidad debida. 
4. Cuando es indebida la representación de alguna de las partes, o cuando 
quien actúa como su apoderado judicial carece íntegramente de poder. 
5. Cuando se omiten las oportunidades para solicitar, decretar o practicar 
pruebas, o cuando se omite la práctica de una prueba que de acuerdo con 
la ley sea obligatoria. 
6. Cuando se omita la oportunidad para alegar de conclusión o para 
sustentar un recurso o descorrer su traslado. 
7. Cuando la sentencia se profiera por un juez distinto del que escuchó los 
alegatos de conclusión o la sustentación del recurso de apelación. 
8. Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto admisorio de 
la demanda a personas determinadas, o el emplazamiento de las demás 
personas aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas como partes, 
o de aquellas que deban suceder en el proceso a cualquiera de las partes, 
cuando la ley así lo ordena, o no se cita en debida forma al Ministerio Público 
o a cualquier otra persona o entidad que de acuerdo con la ley debió ser 
citado.(…)” (Negrillas del Despacho) 

 
 

15 C. Const. Sent. T-125, Feb. 23/2010. M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
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Así mismo, los artículos 134 y 135 ibídem, establecen que el incidente de nulidad 
originado en indebida representación o notificación podrá alegarse con 
posterioridad a ésta indicando los hechos en que se funda y las pruebas que 
pretenda hacer valer, pudiendo el juez practicar aquellas que estime 
necesarias. Sin embargo, la norma señala que se rechazará de plano la solicitud 
de nulidad que se funde en causal distinta a las determinadas en ella.  
 
Dicho mandato significa que sólo se pueden considerar vicios que invaliden una 
actuación, aquellos expresamente señalados por el legislador y, 
excepcionalmente por la Constitución, como es el caso de la prueba obtenida 
con violación al debido proceso16. 
 
Adicionalmente, se debe tener especial atención a lo establecido en el artículo 
135 del CGP, respecto a la legitimación para proponer la nulidad; norma que 
dispone: 
 

“Artículo 135. REQUISITOS PARA ALEGAR LA NULIDAD. La parte que alegue una 
nulidad deberá tener legitimación para proponerla, expresar la causal 
invocada y los hechos en que se fundamenta, y aportar o solicitar las pruebas 
que pretenda hacer valer. 
 
No podrá alegar la nulidad quien haya dado lugar al hecho que la origina, 
ni quien omitió alegarla como excepción previa si tuvo oportunidad para 
hacerlo, ni quien después de ocurrida la causal haya actuado en el proceso 
sin proponerla. 
 
La nulidad por indebida representación o por falta de notificación o 
emplazamiento solo podrá ser alegada por la persona afectada. 
 
El juez rechazará de plano la solicitud de nulidad que se funde en causal 
distinta de las determinadas en este capítulo o en hechos que pudieron 
alegarse como excepciones previas, o la que se proponga después de 
saneada o por quien carezca de legitimación” (Resalta el Juzgado) 
 

En este punto conviene hacer referencia a la legitimación, en especial de las 
personas jurídicas o autoridades públicas, de tal manera que resulta necesario 
acreditar la representación de la misma, bien por acción directa en ejercicio de 
sus funciones o a través de poder especial. 
 
Para tal fin, resulta determinante lo previsto en el artículo 54 del Código General 
del Proceso, en cuanto advierte que las personas que puedan disponer de sus 

 

16 C. Const. Sent. T-661, Sep. 5/2014. M.P. Martha Victoria Sáchica Méndez.  
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derechos tienen capacidad para comparecer por sí mismas al proceso, mientras 
que en el caso de las personas jurídicas deben comparecer por medio de sus 
representantes, con arreglo a lo que disponga la Constitución, la ley o los 
estatutos.  

 
Por lo tanto, resulta necesario, por un lado, acreditar en debida forma la 
representación de las personas jurídicas públicas o privadas respecto de las 
cuales se alega la causal de nulidad, y por otro, probar debidamente alguna de 
las causales taxativas para ello. 
 
Ahora bien, en cuanto a la oportunidad para alegar una causal de nulidad que 
deviene de la sentencia, se debe observar el término de ejecutoria de la misma, 
es decir, debe proponerse dentro de los tres días siguientes a su notificación17. 
 
2.2 Marco fijado para el trámite de la acción de tutela  
 
La acción de tutela prevista en el artículo 86 de la Constitución Política,                  
establece: 
 

“Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en 
todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por 
sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus 
derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten 
vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad 
pública. 

 
La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se 
solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de 
inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez competente y, en 
todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión.  
 
Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio 
de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio 
para evitar un perjuicio irremediable. 
 
En ningún caso podrán transcurrir más de 10 días entre la solicitud de tutela y 
su resolución. 
 
La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra 
particulares encargados de la prestación de un servicio público o cuya 

 

17 Inciso segundo, artículo 134 del CGP y C. Const. Sent. SU-116, Nov. 8/2018. M.P. José Fernando Reyes 
Cuartas. 
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conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o respecto de 
quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión”. 

 
Es así que se evidencia la importancia de la acción de tutela y a la vez se 
establece que, al ser un mecanismo expedito, se cuenta con un tiempo limitado 
para decidir, relativo a 10 días, los cuales resultan improrrogables. 
 
Para la regulación de la acción de tutela y conforme al marco fijado en el literal 
b) del artículo transitorio 5 ibídem, se expidió el Decreto 2591 de 1991, el cual 
establece de manera clara y precisa todo lo relacionado con el procedimiento 
para la acción de tutela. 
 
Actuar que debe diferenciarse del previsto en las normas procesales tanto en la 
jurisdicción ordinaria, esto es, penal, civil, familia y laboral, como en la jurisdicción 
contenciosa, en los diferentes medios de control y de las demás acciones 
constitucionales como lo son: i) Habeas Corpus, ii) Cumplimiento, iii) Grupo y iv) 
Popular. 
 
Esa diferenciación normativa y regulación procesal especial para la acción 
constitucional, que es distinta a la dispuesta para los medios de defensa 
ordinaria, cobra una especial relevancia al momento de ser aplicados en el 
respectivo trámite, de modo tal que no es procedente darle a la acción de tutela 
un procedimiento que se aparte del marco fijado en el artículo 86 de la 
Constitución Política y el Decreto 2591 de 199118. 
 
En esa medida el juez de tutela debe atender ese marco constitucional                  
fijado y la regulación especial del Decreto 2591 de 1991, sin que le sea                    
posible dar aplicación a disposiciones normativas que no se encuentre allí 
previstas. Lo anterior conlleva a que se establezca la diferenciación necesaria y 
relevante, en que el actuar del juez de tutela no se realiza como director del 
proceso connatural a su competencia sino como defensor de la constitución y 
por lo mismo, su rol se ciñe a la protección y la garantía de la defensa del 
mandato impuesto en el preámbulo y los artículos 2 y 4 de la Constitución 
Política. 
 
2.3 Diferencia de reglamentación entre los procesos ordinarios y las                               
acciones constitucionales  
 
Como se precisó en el numeral anterior, es necesario diferenciar el marco                       
establecido para la acción de tutela de los procesos ordinarios que tiene a su 

 

18 Reglamentado por el Decreto 306 de 1992. 
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cargo el juez y para ello, es de trascendencia deslindar tanto el rol 
procedimental como el material entre los medios ordinarios de defensa y lo que 
comprende la acción de tutela.  
 
En ese sentido, no resulta procedente dar aplicación a las normas procesales 
definidas para el proceso judicial a las previstas en la constitución dentro del 
trámite expedito y sumario exclusivo de 10 días para decidir la acción 
constitucional en primera instancia. 
 
Ello conlleva a que el análisis jurídico que reviste el estudio constitucional se 
realce de cara a los hechos u omisiones que configuren la vulneración de los 
derechos fundamentales y se establezcan las medidas necesarias para que la 
protección sea efectiva. Esto es, que el amparo no quede previsto en el fallo de 
tutela sin acciones y herramientas claras que impidan la configuración del 
perjuicio o la continuación en la afectación de los derechos fundamentales.  
 
Esa necesaria diferenciación, constituye un factor determinante en la acción de 
tutela que dista de los procesos ordinarios y precisamente para ello, se estableció 
una reglamentación que atiende a la premura y la urgencia en la decisión del 
juez de tutela, la cual no tiene asidero en los procesos ordinarios. 
 
Así las cosas, si ningún otro procedimiento judicial está limitado en el factor 
temporal único y exclusivo de la resolución en el término de 10 días, no resulta 
procedente darle alcance y aplicación a las normas procesales que no son 
objeto de la regulación especial del procedimiento de la acción de tutela.  
 
En esa medida, insiste el Juzgado, en que no es viable la aplicación del sistema 
procesal previsto para el juez como director del proceso del que es                        
competente al marco definido cuando actúa como juez de tutela. 
 
2.4 La actuación de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado y el 
marco establecido para la acción de tutela 
 
Conforme a lo expuesto en los numerales 2.2 y 2.3 de esta providencia, es 
necesario hacer la distinción entre las competencias y la forma de vinculación 
de la Agencia Nacional Jurídica del Estado a la acción de tutela.  
 
Para ello es necesario precisar que en el marco de la acción de tutela, no se 
tiene previsto de manera directa la vinculación de la referida entidad a su 
trámite.  
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Tal actuar no solo no está previsto en el marco expuesto, sino que no ha sido 
objeto de desarrollo constitucional ni legal.  
 
Así, la intervención de la Agencia Nacional Jurídica del Estado no es obligatoria 
en las acciones de tutela, salvo que esta sea quien origina la vulneración o quien 
acuda a su trámite para solicitar un amparo en la forma que lo regula el artículo 
86 de la Constitución Política y el Decreto 2591 de 1991. 
 
En esa medida, la aplicabilidad de las normas procesales previstas en el CPACA 
o en el CGP referentes a la Agencia Nacional Jurídica del Estado, no son 
trasladables de manera directa al trámite de la acción de tutela. 
 
Lo anterior equivaldría a la vinculación a la totalidad de acciones de tutela que 
se tramitan en contra de las entidades públicas del nivel central, lo cual no está 
previsto normativamente y tampoco se realiza en la práctica por ningún 
despacho judicial.  
 
De tal manera que no está previsto en el ordenamiento jurídico para el caso de 
la acción de tutela, la vinculación al trámite en eventos diferentes a que la 
Agencia Nacional Jurídica del Estado obre como accionante o para coadyuvar 
a las interpuestas por otras entidades públicas. 
 
En este punto, es del caso precisar que la Agencia Nacional Jurídica del Estado 
tiene competencia para las siguientes actuaciones: 
 

“la estructuración, formulación, aplicación, evaluación y difusión de las 
políticas de prevención del daño antijurídico, así como la defensa y 
protección efectiva de los intereses litigiosos de la Nación, en las actuaciones 
judiciales de las entidades públicas, en procura de la reducción de la 
responsabilidad patrimonial y la actividad litigiosa. Para ello, tiene como 
misión planificar, coordinar, ejercer, monitorear y evaluar la defensa efectiva 
de la Nación, a fin de prevenir el daño antijurídico y fomentar el respeto de 
los derechos fundamentales”19. 
 

Por su parte, el Decreto 4085 de 201120, establece en el artículo 6º. las funciones 
de esta entidad, así: 
 

 “3. En relación con el ejercicio de la representación: 
 

 

19 Parágrafo artículo 5 Ley 1444 de 2011, 
20 Por el cual se establecen los objetivos y la estructura de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 
Estado 
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(i) Asumir, en calidad de demandante, interviniente, apoderado o agente y en 
cualquier otra condición que prevea la ley, la defensa jurídica de las entidades 
y organismos de la Administración Pública y actuar como interviniente en 
aquellos procesos judiciales de cualquier tipo en los cuales estén involucrados 
los intereses de la Nación, de acuerdo con la relevancia y los siguientes 
criterios: la cuantía de las pretensiones, el interés o impacto patrimonial o fiscal 
de la demanda; el número de procesos similares; la reiteración de los 
fundamentos tácticos que dan origen al conflicto o de los aspectos jurídicos 
involucrados en el mismo; la materia u objetos propios del proceso y la 
trascendencia jurídica del proceso por la creación o modificación de un 
precedente de jurisprudencia; 
(ii) Designar apoderados, mandatarios o agentes para el cumplimiento de la 
función anterior. 
(…) 
(x) Dar instrucciones para interponer, en los casos procedentes y cuando lo 
estime conveniente, acciones de tutela contra sentencias de condena 
proferidas contra entidades públicas, así como para coadyuvar las 
interpuestas por las propias entidades.  
(xi) Ejercer la facultad de insistencia para la selección de sentencias de tutela 
para revisión por la Corte Constitucional, en los términos previstos en la ley. 
(…) 
PARÁGRAFO 1º. Cuando a ello hubiere lugar, la Agencia podrá ejercer la 
representación judicial de las entidades territoriales mediante la suscripción de 
convenios interadministrativos y el correspondiente otorgamiento de poder. 
 
PARÁGRAFO 2º. La Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado precisará 
los criterios para determinar los casos en los cuales deberá intervenir de 
manera obligatoria en los procesos judiciales". 
 
4. En relación con la gestión del conocimiento y evaluación de la defensa:  
(…) 
PARÁGRAFO  3º. La Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado en 
ningún caso tendrá la condición sustancial de parte demandada en los 
procesos que se adelanten contra las demás entidades públicas, razón por la 
cual no podrán dirigirse contra ella las pretensiones de la demanda y no podrá 
ser convocada a tales procesos a ningún título. (…)" (Negrilla del Juzgado) 
 

De lo anterior, se advierte que las competencias en lo relacionado con la acción 
de tutela están limitadas a las instrucciones para interponer las acciones en 
contra de sentencias de condena proferidas contra entidades públicas, así 
como para coadyuvar las interpuestas por las propias entidades y ejercer la 
facultad de insistencia para la selección de sentencias de tutela para revisión 
ante la Corte Constitucional, en los términos previstos en la ley. 
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Además, respecto de los procesos en general, se le asignan como funciones la 
posibilidad de asumir en calidad de demandante, interviniente, apoderado o 
agente, la defensa jurídica de las entidades y organismos de la Administración 
Pública en los cuales estén involucrados los intereses de la Nación, dependiendo 
de la relevancia y atendiendo a los criterios señalados en la norma.   
 
Sin que de modo alguno exista la obligatoriedad legal de la vinculación a las 
acciones de tutela. Tampoco está prevista tal vinculación en las acciones de 
revisión que adelanta la Corte Constitucional. 
 
En esa medida, la vinculación obligatoria de la Agencia Nacional Jurídica del 
Estado a las acciones de tutela cuando la accionada sea una entidad de 
derecho público del orden nacional, no está determinada en la constitución ni 
en la ley, como quiera que se estableció de manera clara y precisa el ámbito de 
su competencia para los 2 casos referidos. 
 
Por otra parte, el artículo  199 del CPACA, modificado por el artículo 48 de la Ley 
2080 de 2021, establece:  
 

“Notificación personal del auto admisorio y del mandamiento ejecutivo a 
entidades públicas, al Ministerio Público, a personas privadas que ejerzan 
funciones públicas y a los particulares. El auto admisorio de la demanda y el 
mandamiento ejecutivo contra las entidades públicas y las personas privadas 
que ejerzan funciones públicas, se deben notificar personalmente a sus 
representantes legales o a quienes estos hayan delegado la facultad de 
recibir notificaciones, o directamente a las personas naturales, según el caso, 
y al Ministerio Público, mediante mensaje dirigido al buzón electrónico para 
notificaciones judiciales a que se refiere el artículo 197 de este código. 
(…) 
En los procesos que se tramiten ante cualquier jurisdicción en donde estén 
involucrados intereses litigiosos de la Nación, en los términos del artículo 2º 
del Decreto Ley 4085 de 2011 o la norma que lo sustituya, deberá remitirse 
copia electrónica del auto admisorio o mandamiento ejecutivo, en conjunto 
con la demanda y sus anexos, al buzón de correo electrónico de la Agencia 
Nacional de Defensa Jurídica del Estado. Esta comunicación no genera su 
vinculación como sujeto procesal, sin perjuicio de la facultad de intervención 
prevista en el artículo 610 de la Ley 1564 de 2012. En la misma forma se le 
remitirá copia de la providencia que termina el proceso por cualquier causa 
y de las sentencias.” (Resalta el juzgado) 

 
En este punto, es del caso señalar que el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, tiene 2 partes: La primera 
relativa al procedimiento administrativo, en tanto que la segunda, comprende 
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lo relacionado con el proceso judicial dentro de los medios de control y en la 
que de manera clara se advierte: 
 

“Artículo 104. De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. La 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para conocer, 
además de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de 
las controversias y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y 
operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén involucradas 
las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función 
administrativa. 
 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 
 
1. Los relativos a la responsabilidad extracontractual de cualquier entidad 
pública, cualquiera que sea el régimen aplicable. 
2. Los relativos a los contratos, cualquiera que sea su régimen, en los que sea 
parte una entidad pública o un particular en ejercicio de funciones propias 
del Estado. 
3. Los relativos a contratos celebrados por cualquier entidad prestadora de 
servicios públicos domiciliarios en los cuales se incluyan o hayan debido 
incluirse cláusulas exorbitantes. 
 

4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos 
y el Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen esté 
administrado por una persona de derecho público. 
5. Los que se originen en actos políticos o de gobierno. 
6. Los ejecutivos derivados de las condenas impuestas y las conciliaciones 
aprobadas por esta jurisdicción, así como los provenientes de laudos 
arbitrales en que hubiere sido parte una entidad pública; e, igualmente los 
originados en los contratos celebrados por esas entidades. 
7. Los recursos extraordinarios contra laudos arbitrales que definan conflictos 
relativos a contratos celebrados por entidades públicas o por particulares en 
ejercicio de funciones propias del Estado. 
 
Parágrafo. Para los solos efectos de este Código, se entiende por entidad 
pública todo órgano, organismo o entidad estatal, con independencia de su 
denominación; las sociedades o empresas en las que el Estado tenga una 
participación igual o superior al 50% de su capital; y los entes con aportes o 
participación estatal igual o superior al 50%”. 

 
En esa medida, la disposición contenida en el artículo 199 del CPACA, debe 
entenderse en el marco de la competencia de la jurisdicción contenciosa y no 
en la del juez de tutela. 
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Lo anterior, por cuanto la configuración legislativa de la normativa procesal está 
dirigida a conocer de las controversias y litigios originados en actos, contratos, 
hechos, omisiones y operaciones sujetos al derecho administrativo, en los que 
estén involucradas las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan 
función administrativa y por lo mismo, dista de la competencia dada en materia 
de tutela, respecto de la que obra regulación especial. En ese sentido, no es 
posible confundir el actuar del procedimiento ordinario frente al marco fijado en 
la acción de tutela o del habeas corpus, cuando claramente para cada acción 
constitucional existe una regulación especial. 
 
Es clara la normativa estudiada y conlleva a establecer que a pesar de que la 
acción constitucional este en conocimiento del juez administrativo, no puede 
obrar como cuando actúa bajo las reglas de competencia y procedimiento 
contencioso frente a los medios de control, sino que le asiste el deber de obrar 
como juez constitucional y por ello, las reglas de procedimiento establecidas en 
el CPACA no se trasladan de manera automática al trámite de la acción 
constitucional.  
 
Así las cosas, siendo clara la normativa contenida en el CPACA al indicar la 
competencia dada al juez unipersonal y colegiado, y atendiendo a la 
disposición del artículo 199, esta se debe interpretar de manera íntegra y en esa 
medida, lo que allí se establece es la obligación de notificar a la Agencia 
respecto de los medios de control que conoce la jurisdicción contenciosa y por 
ello, se hace la referencia al auto admisorio que comprende esos medios de 
control y el proceso ejecutivo.  
 
2.5 El principio de representatividad en el marco democrático del Estado Social 
de Derecho  
 
El preámbulo establece los principios democráticos y participativos en el              
Estado Social de Derecho, a la vez que advierte que la soberanía reside 
exclusivamente en el pueblo quien la ejerce en el cual emana el poder público. 
El pueblo la ejerce en forma directa o por medio de sus representantes, en los 
términos que la Constitución establece. 
 
En esa medida, la competencia para el trámite legislativo está en cabeza del 
Congreso de la Republica a quien le asiste el deber de hacer las leyes, conforme 
al marco previsto en la constitución, esto es, atendiendo el principio de reserva 
material y formal. 
 
De tal modo que ninguna otra entidad tiene por objeto la discusión y aprobación 
de la ley, debido a que se realiza esa actuación acorde con la materialización 
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del principio de representatividad y con miras a las características de general y 
abstracta dadas a la ley. 
 
En ese mismo sentido, la representatividad se presenta en la elección por voto 
popular de quienes son elegidos congresistas, esto es, senadores y 
representantes a la cámara y con miras a hacer efectiva la representación de 
todos los colombianos en la forma que establece la constitución, como una 
expresión de la soberanía y de los principios participativos y democráticos. 
 
Es entonces bajo esa configuración del principio de representación, que el 
Congreso tiene a su cargo hacer las leyes como expresión del mandato popular 
entregado de manera voluntaria y consiente en el respeto a la Constitución 
Política. De modo tal que la totalidad de nacionales se vean representados en 
el Congreso frente a la expedición de la leyes y ello configura la materialización 
del ejercicio de la soberanía a través del Congreso mediante la realización de 
las leyes, como mandato de la representación. 
 
Lo anterior cobra relevancia al momento de discutir sobre el procedimiento 
legislativo y las reglas claras y precisas que allí se adelantan, de tal manera que 
los intereses que en ese escenario se discuten tienen como propósito la 
representación dada en el marco democrático y participativo, la  vinculación 
procesal a la acción de tutela del Congreso, esto es, Senado y Cámara de 
Representantes se da a la vez como la expresión de ese principio de 
representatividad. 
 
En esa medida, si la competencia para realizar las leyes es del congreso                
integrado por el Senado y la Cámara, en ese trámite se representa a todos los 
ciudadanos. 
 
De tal modo que la representatividad conlleva a la legitimidad de la que goza 
el Congreso para hacer las leyes y esa misma representación conlleva a que allí 
se vea reflejado el Estado colombiano y el pueblo como soberano del poder 
político, con miras a evitar la asistencia de todos en la discusión legal y permitir 
que los trámites se realicen de manera pronta, pero atendiendo al marco 
constitucional. 
 
En esa medida, si se discute la vulneración de los derechos fundamentales como 
el debido proceso, y concretamente lo relacionado con el debido proceso 
legislativo, esto es,  las reglas previstas para hacer la ley, entre ellas el principio 
de reserva; la calificación del juez tutela respecto del obrar del congreso 
requiere necesariamente de la concurrencia de quien se dice incumplió el 
referido principio de reserva. 
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Así las cosas, acorde con el trámite expedito dado a la acción de tutela, la 
vinculación de todos los ciudadanos y entidades del Estado no solo resultaría 
amplísima y además, desbordaría el plazo perentorio fijado en el artículo 86 de 
la Constitución Política, de 10 días, sino que, al mismo tiempo desconocería el 
principio de representación. 
 
Un claro ejemplo de la innecesaria vinculación procesal de todos las personas y 
entidades que son destinatarias de las leyes, se puede observar en la acción 
pública de inconstitucionalidad en la que se cuestiona el actuar del Congreso 
de la República y a pesar de que los efectos de la inexequibilidad o 
exequibilidad de la ley sean generales, no se hace indispensable la vinculación 
como parte o terceros de todos los destinatarios de la ley, sino que, se concreta 
precisamente conforme al principio de representación, al estudio de los  
aspectos formales y materiales, sin que la no concurrencia de los destinatarios 
de la ley conlleve a la anulación procesal.   
 
2.6 El principio de reserva como competencia del Congreso de la República para 
tramitar los proyectos de ley 
 
Conforme a lo expuesto en el numeral 2.5, es necesario precisar la reserva en dos 
sentidos, tal y como lo advierte la Corte Constitucional21: 
 

“4.3.1. La cláusula de reserva de ley es una de las manifestaciones de los 
principios democrático y de separación de poderes, que suponen que las 
normas que rigen la vida en sociedad reflejen mínimos de legitimidad, al ser 
la expresión de la soberanía popular, el resultado del procedimiento 
deliberativo en el proceso de formación de las leyes y el reparto del ejercicio 
del poder normativo, que significa que el Legislador debe adoptar las 
decisiones que el Constituyente le ha confiado, y que el instrumento a través 
del cual estas se reglamentan no puede establecer disposiciones que sean 
propias del ámbito del Legislador. La jurisprudencia de esta corporación se 
ha referido al respecto en los siguientes términos: 
 
“La reserva de ley es una institución jurídica, de raigambre constitucional, que 
protege el principio democrático, al obligar al legislador a regular aquellas 
materias que el Constituyente decidió que fueran desarrolladas en una ley. 
Es una institución que impone un límite tanto al poder legislativo como al 
ejecutivo. A aquél, impidiendo que delegue sus potestades en otro órgano, 
y a éste, evitando que se pronuncie sobre materias que, como se dijo, deben 
ser materia de ley”.  

 

21 C. Const. Sent. C-507, jul. 16/2014. M.P. Mauricio González Cuervo 



 
 
Expediente:     11001 33 34 003 2021 00354 00  
Accionante:     Miguel Ángel Bravo Gutiérrez 
Accionados:    Senado de la República - Cámara de Representantes  
Asunto:           Resuelve solicitudes de nulidad  
 

Página 30 de 55 
 

 
4.3.2. La reserva de ley exige que la regulación de ciertas materias solo pueda 
adelantarse mediante ley, o cuando menos se funde en ella, en ciertos casos 
bajo el concepto de ley en sentido formal, es decir, emanada directamente 
del Congreso de la República, y denominada estricta reserva legal; y en otros 
bajo la noción de ley en sentido material, permitiendo la intervención del 
ejecutivo como excepcionalmente facultado para dictar normas con fuerza 
de ley (CP. art. 150.10). Lo anterior, significa que el Legislador de ninguna 
manera puede despojarse de las funciones que la Constitución le ha 
atribuido para delegarlas, sin más, en otra autoridad so pretexto de su 
reglamentación. Así lo ha explicado esta Corporación al dar cuenta de las 
diferentes acepciones de la expresión “reserva de ley” en el ordenamiento 
constitucional colombiano: 
 
“La expresión reserva de ley tiene varios significados o acepciones, en primer 
lugar, se habla de reserva general de ley en materia de derechos 
fundamentales, para hacer referencia a la prohibición general de que se 
puedan establecer restricciones a los derechos constitucionales 
fundamentales en fuentes diferentes a la ley. Sólo en normas con rango de 
ley se puede hacer una regulación principal que afecte los derechos 
fundamentales. En segundo lugar la expresión reserva de ley se utiliza como 
sinónimo de principio de legalidad, o de cláusula general de competencia 
del Congreso, la reserva de ley equivale a indicar que en principio, todos los 
temas pueden ser regulados por el Congreso mediante ley, que la actividad 
de la administración (a través de su potestad reglamentaria) debe estar 
fundada en la Constitución (cuando se trate de disposiciones 
constitucionales con eficacia directa) o en la ley (principio de legalidad en 
sentido positivo). Y en tercer lugar, reserva de ley es una técnica de 
redacción de disposiciones constitucionales, en las que el constituyente le 
ordena al legislador que ciertos temas deben ser desarrollados por una fuente 
específica: la ley. 
 
En este último sentido todos los preceptos constitucionales en los que existe 
reserva de ley imponen la obligación que los aspectos principales, centrales 
y esenciales de la materia objeto de reserva estén contenidos (regulados) en 
una norma de rango legal. Es decir, en la ley en cualquiera de las variantes 
que pueden darse en el Congreso de la República, decretos leyes, o decretos 
legislativos. Las materias que son objeto de reserva de ley pueden ser 
“delegadas” mediante ley de facultades extraordinarias al Ejecutivo para 
que sea éste quien regule la materia mediante decretos leyes. Pero las 
materias objeto de reserva de ley no pueden ser “deslegalizadas”, esto es, el 
legislador no puede delegar al Ejecutivo que regule esa materia mediante 
reglamento, en desarrollo del artículo 189.11 de la Constitución”.  
 
4.3.3. El Constituyente consideró que los asuntos particularmente sensibles 
para la sociedad no solo fueran enmarcados dentro del concepto genérico 
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de “reserva de ley”, sino que no estuviese permitida su delegación mediante 
facultades al legislador extraordinario (CP., art. 150.10, inciso final),  o que su 
regulación se hiciera por un tipo cualificado de norma, como lo son las leyes 
estatutarias y orgánicas, cuya aprobación debe cumplirse a través de un 
trámite especial y unas mayorías calificadas (CP., arts. 151 y 152). 
 
 “La segunda forma, ahora específica y vinculada a decisiones constituyentes 
precisas, indica que le corresponde al Congreso regular aquellas materias 
expresamente asignadas a la ley por disposiciones constitucionales 
particulares o por alguno de los numerales del artículo 150 de la Carta. Esta 
expresión de la adscripción de competencias al Congreso ha sido 
usualmente descrita bajo las expresiones: reserva legal, reserva de ley o 
reserva legislativa. En ella se ha distinguido, a su vez, una reserva legal 
ordinaria y una reserva legal especial, según el trámite de adopción de la ley 
correspondiente, sea el propio de la legislación ordinaria o se requieran 
procedimientos especiales que incorporen, por ejemplo, niveles de consenso 
más amplio o límites temporales para la adopción de la regulación”. 

 
En esa medida la Constitución establece reglas claras y precisas respecto de la 
forma en que se debe atender el principio de representación, conforme al 
principio de reserva, entendido como competencia del Congreso para tramitar 
las leyes, y la forma en que esa modificación es procedente. 
 
Lo anterior, conlleva a establecer que si en efecto en la Constitución Política se 
dispone la competencia del Congreso para el trámite de la ley y la forma de su 
modificación en los artículos 152 a 170, precisamente conforme a la 
representación democrática que ejerce para tramitar la ley, cuando se discuta 
el trámite irregular, surge la necesaria vinculación del Senado y de la Cámara de 
Representantes, pues son las entidades que conforme a los artículos 3 y 152 de 
la Constitución ejercen la representación democrática para el trámite de la ley. 
 
2.7  Las competencias constitucionales del presidente de la República  
 
El presidente de la República conforme al numeral 9 del artículo 189 de la 
Constitución Política tiene como función sancionar las leyes, esa competencia 
constitucional es única e inquebrantable. 
 
De tal manera que no es admisible una intromisión de ninguna entidad en el 
ejercicio de esa competencia, como tampoco lo es la de ninguna otra entidad 
en la afectación de la reserva del congreso para el trámite legislativo. 
 
La esencia del Estado Social de Derecho se edifica en la garantía de la              
reserva del congreso, las funciones exclusivas del presidente y la competencia 
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de los jueces constitucionales de garantizar el acatamiento de la constitución 
política de conformidad a lo reglado en los artículos 2 y 4 ibídem, profiriendo 
decisiones judiciales que aseguren su cumplimiento.   
 
Bajo tal premisa, es inaceptable la intromisión en la competencia exclusiva de la 
sanción presidencial de las leyes por parte del juez de tutela, en tanto que, se 
reitera es única e indelegable. 
 
Para el ejercicio de la competencias del presidente, la Constitución advierte lo 
siguiente: 
 

“ARTICULO 165. Aprobado un proyecto de ley por ambas cámaras, pasará al 
Gobierno para su sanción. Si éste no lo objetare, dispondrá que se promulgue 
como ley; si lo objetare, lo devolverá a la cámara en que tuvo origen. 
 
ARTICULO 166. El Gobierno dispone del término de seis días para devolver con 
objeciones cualquier proyecto cuando no conste de más de veinte artículos; 
de diez días, cuando el proyecto contenga de veintiuno a cincuenta 
artículos; y hasta de veinte días cuando los artículos sean más de cincuenta. 
 
Si transcurridos los indicados términos, el Gobierno no hubiere devuelto el 
proyecto con objeciones, el Presidente deberá sancionarlo y promulgarlo. 
 
Si las cámaras entran en receso dentro de dichos términos, el Presidente 
tendrá el deber de publicar el proyecto sancionado u objetado dentro de 
aquellos plazos. 
 
ARTICULO 167. El proyecto de ley objetado total o parcialmente por el 
Gobierno volverá a las Cámaras a segundo debate. 
 
El Presidente sancionará sin poder presentar objeciones el proyecto que, 
reconsiderado, fuere aprobado por la mitad más uno de los miembros de una 
y otra Cámara. Exceptuase el caso en que el proyecto fuere objetado por 
inconstitucional. 
 
En tal evento, si las Cámaras insistieren, el proyecto pasará a la Corte 
Constitucional para que ella, dentro de los seis días siguientes decida sobre 
su exequibilidad. El fallo de la Corte obliga al Presidente a sancionar la ley. Si 
lo declara inexequible, se archivará el proyecto. 
 
Si la Corte considera que el proyecto es parcialmente inexequible, así lo 
indicará a la Cámara en que tuvo su origen para que, oído el Ministro del 
ramo, rehaga e integre las disposiciones afectadas en términos concordantes 
con el dictamen de la Corte. Una vez cumplido este trámite, remitirá a la 
Corte el proyecto para fallo definitivo. 
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ARTICULO 168. Si el Presidente no cumpliere el deber de sancionar las leyes 
en los términos y según las condiciones que la Constitución establece, las 
sancionará y promulgará el Presidente del Congreso”.  

 
En esa medida, la constitución estableció la competencia del presidente para 
la sanción, sin embargo, fijo dos únicas reglas de excepción. La primera, relativa 
a la objeción presidencial por inconveniencia, caso en el que se regresaría al 
congreso para su discusión; la segunda, originada en la objeción por 
inconstitucionalidad. 
 
Ese actuar, insiste el juzgado, es único y exclusivo del presidente de la             
República, respecto del cual no es admisible ni siquiera su delegación y por lo 
mismo, no es objeto de valoración ni calificación por el juez de tutela.  
 
No obstante, si es relevante precisar que el presidente de la República conforme 
al artículo 188 de la Constitución Política, simboliza la unidad nacional y al jurar 
el cumplimiento de la Constitución y de las leyes, se obliga a garantizar los 
derechos y libertades de todos los colombianos. 
 
De tal manera que, conforme al preámbulo y a la regla fijada en el artículo 2 de 
la Constitución Política, relativo a los fines esenciales del Estado, se impone la 
garantía de la aplicación de la Constitución como norma de normas, es por esta 
razón, que no existe ningún ciudadano, bien sea particular o servidor público de 
cualquier rango dentro de la jerarquía del Estado, que este exento de someterse 
a sus normas y por lo tanto, a las órdenes de los garantes de su supremacía, que 
son, tanto la Corte Constitucional como máximo órgano de lo constitucional 
como los jueces de la República, cuando actúen como jueces de tutela. 
 
Ahora bien, en ese mismo sentido resulta relevante indicar que la sanción 
presidencial es diferente de la inaplicación que por inconstitucionalidad se 
realice respecto de una ley, y los escenarios no se pueden confundir ni tampoco 
desconocer las decisiones judiciales que establezcan la procedencia de 
salvaguardar las premisas y garantías que regulan el Estado Social de Derecho.  
 
2.8 La necesaria diferencia entre el interés directo como actos u omisiones que 
afectan derechos fundamentales y los efectos del fallo de tutela para la 
efectividad del amparo y el marco constitucional. 
 
El Juzgado procederá a realizar el marco jurisprudencial en relación con la 
integración del contradictorio en sede tutela, la calidad de parte y tercero con 
interés, así como lo que se entiende por interés legítimo. 
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En cuanto a la integración del contradictorio en sede de tutela, la jurisprudencia 
constitucional señala que es un deber del juez garantizar a la parte interesada 
la posibilidad de ejercer el derecho de contradicción y defensa durante el 
desarrollo de la tutela, vinculando a los interesados, es decir, a todas las 
personas “que puedan estar comprometidas en la afectación iusfundamental y 
en el cumplimiento de una eventual orden de amparo, para que en ejercicio 
de la garantía consagrada en el artículo 29 superior, puedan intervenir en el 
trámite, pronunciarse sobre las pretensiones de la demanda, aportar y solicitar 
las pruebas que consideren pertinentes, y en fin, hacer uso del arsenal defensivo 
que ofrece el ordenamiento jurídico”22. (Subraya el Despacho) 
 
En virtud de lo anterior, se ha considerado que se presenta causal de nulidad 
por violación del debido proceso cuando en el trámite de la acción de tutela 
se omite notificar de la iniciación del mismo a los terceros con interés legítimo 
que pudieran verse afectados con el fallo a proferirse. 
 
Por otro lado, la Corte ha señalado que no se le puede exigir al juez de tutela el 
cumplimiento de obligaciones como la notificación de terceros cuyo 
conocimiento no es deducible de los documentos que conforman el 
expediente, pues tal carga es desproporcionada e irrazonable, si se tiene en 
cuenta que sólo cuando se constata la omisión de vinculación de una persona 
que se verá afectada con los resultados del proceso debe actuar en 
consecuencia ordenando su vinculación”23. 
 
Asimismo, el Tribunal Constitucional24 ha diferenciado, basado en los 
presupuestos procesales generales, lo que en la acción de tutela se entiende por 
partes y terceros con interés. Dijo entonces que: 
 

“el concepto de parte tiene una doble acepción según se la examine desde 
el punto de vista puramente procesal o teniendo en cuenta el derecho 
material en discusión. En el primer caso, son partes quienes intervienen en el 
proceso como demandantes o demandados, en procura de que se les 
satisfaga una pretensión procesal, independientemente de que les asista 
razón o no; de manera que desde este punto de vista la noción de parte es 
puramente formal. En sentido material tienen la condición de partes los 
sujetos de la relación jurídica sustancial objeto de la controversia o motivo del 
reconocimiento, así no intervengan en el proceso”25. 

 

22 C. Const. Auto 065, Abr.6/2010, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva, citado en sentencia SU116 de 2018. 
23 Const. Auto 097, May.24/2005, M.P. Jaime Araujo Rentería, citado en sentencia SU 116 de 2018. 
24 C. Const. Sent. SU-116, Nov. 8/2018. M.P. José Fernando Reyes Cuartas. 
25 Const. Auto 027, Agos.21/1997, M.P. Antonio Barrera Carbonell. 



 
 
Expediente:     11001 33 34 003 2021 00354 00  
Accionante:     Miguel Ángel Bravo Gutiérrez 
Accionados:    Senado de la República - Cámara de Representantes  
Asunto:           Resuelve solicitudes de nulidad  
 

Página 35 de 55 
 

 
Por el contrario, de los terceros se dijo que son aquellos que “no tienen la 
condición de partes. Sin embargo, puede ocurrir que dichos terceros se 
encuentren vinculados a la situación jurídica de una de las partes o a la 
pretensión que se discute, al punto de que a la postre puedan resultar afectados 
por el fallo que se pronuncie. (…) En este evento, el interés del cual son titulares 
los legitima para participar en el proceso, con el fin de que se les asegure la 
protección de sus derechos”. (Subraya el Juzgado) 
 
En la citada providencia de unificación, se tuvo como referente jurisprudencial 
lo  expuesto en el Auto 536 de 2015, en el cual, el Pleno de dicha Corporación 
sistematizó las reglas que se derivan de los deberes de los jueces de tutela ante 
la indebida integración del contradictorio, esto es, cuando el accionante dirige 
el amparo en contra de una parte, pero el juez de tutela encuentra que existen 
otras personas, entidades o instituciones que deben ser vinculadas al proceso, 
ya sea por tener un interés directo en la decisión o por ser potenciales 
destinatarias de las órdenes de protección de derechos fundamentales. Allí se 
precisó que, para que se declare la nulidad de una sentencia de tutela por 
indebida integración del contradictorio, se debe haber omitido la vinculación 
de otro ente que, pese a no ser demandado, por su actividad, su función o sus 
actos, ha debido serlo, en virtud de la relación de causalidad entre las funciones 
que se cumplen o las actividades que se desarrollan y la invocada vulneración 
o amenaza de derechos fundamentales. 
 
En el precedente analizado, también se señala que dicha integración del 
contradictorio y vinculación de los sujetos procesales puede ser adelantada por 
el juez de segunda instancia o incluso por la Corte en sede de revisión26,  para lo 
cual debe distinguirse si se trata de un tercero con interés legítimo o si se está 
ante uno que tiene la potencialidad de convertirse, en caso de un fallo de tutela 
que ordene proteger los derechos fundamentales concernidos, en el 
responsable de dicha protección y, por ende, en parte pasiva dentro del 
proceso, pues en este caso, la intervención del tercero desplaza a quien tenía 
la calidad de parte y lo convierte en el trasgresor de los derechos fundamentales 
invocados. 
 
Por lo anterior, cabe precisar que los terceros con interés en las acciones de 
tutela, en virtud a lo dispuesto en el artículo 13 del Decreto 2591 de 1991,  actúan 
entonces como coadyuvantes de la parte demandante o demandada27, en la 
medida que no se les permite reclamar un derecho propio para que sobre él 

 

26 Const. Auto 583, Dic.10/2015, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. 
27 Const. Auto 269, Nov.23/2012, M.P. María Victoria Calle Correa. 
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haya decisión en el proceso, sino un interés personal en la suerte de la pretensión 
de una de las partes. Es decir, su intervención está permitida con el fin de 
sostener  las razones de un derecho ajeno. 
 
Por ello, pueden realizar distintas actuaciones dentro del proceso, pero no les es 
posible intervenir para presentar sus propias pretensiones, cuando quiera que 
ellas sean totalmente ajenas al contenido del proceso que, en principio, ha sido 
delimitado – fijación del litigio -. Esto, en palabras de la Corte Constitucional  
“implica, en principio, que con independencia de la categoría particular dentro 
de la que pudieran ubicarse en razón de su interés en el proceso y del nombre 
que se les asigne dentro de los procesos ordinarios, en la acción de tutela los 
terceros se involucran en el proceso porque sus resultados pueden afectarlos, 
pero lo hacen apoyando las razones presentadas, bien por el actor o por la 
persona o autoridad demandadas, y no promoviendo sus propias 
pretensiones.”28 (Subrayas del texto original, negrillas del Juzgado) 

 
Por tanto, cuando un tercero pretende extender el objeto de la discusión frente 
a la causa y protección de los derechos fundamentales señalados por el 
accionante, no es clara su condición de tal, pues no está actuando 
verdaderamente como un coadyuvante, y por tanto el juez de tutela no debe 
pronunciarse sobre la cuestión jurídica señalada por este al no haber sido 
considerada pertinente en el debate judicial. Así, aun cuando la eventual orden 
que hace efectiva la protección de dichos derechos se emita a una persona 
distinta de aquella que los vulnera, la primera no por eso, demuestra el interés 
legítimo dado que en estos casos no existe actuación de naturaleza 
coadyuvante, sino de pretensiones propias que se alejan del debate propio de 
la discusión planteada29. 
 
En concordancia con lo anterior, la jurisprudencia constitucional ha precisado 
que no es posible adelantar válidamente un proceso de tutela cuya finalidad es 
desconocer actos jurídicos, sin la citación de quienes participaron en tal 
ejercicio, o se encuentren en una situación jurídica concreta en virtud de ellos. 
Lo cual significa que, quienes están llamados a intervenir necesariamente en el 
proceso de tutela o en otras palabras quienes ostentan interés legítimo en este, 
son aquellos que directamente participaron en la configuración del acto que 
vulnera los derechos fundamentales30. 

 

 

28 Ibídem. 
29 Const. Sent. T-435, Jun.1/2006, M.P. Humberto Antonio Sierra Porto.. 
30 Const. Auto 027, Agos.21/1997, M.P. Antonio Barrera Carbonell. 
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Así las cosas, el origen del referido interés legítimo que se predica de los terceros 
que deben ser vinculados a la acción de tutela, está ligado principalmente al 
proceso respectivo y lo que específicamente en él se debate, por lo que, si bien 
se acepta tal calidad en razón de haber recibido órdenes emanadas del juez 
correspondiente, con independencia de que haya sido o no parte dentro del 
proceso, ello debe tener vínculo directo con si dicho tercero tomó parte o no en 
los actos respecto de los cuales se instauró la acción constitucional31. 

 
2.9 Caso en concreto 
 
En atención a las anteriores premisas jurídicas, procede el Juzgado a 
pronunciarse respecto a cada una de las solicitudes de nulidad. Para lo cual, el 
Despacho encuentra que los incidentes fueron presentados dentro de los tres 
días que contempla la ley y la jurisprudencia, pues según lo manifestado por los 
solicitantes, estos se entendieron notificados de la sentencia proferida por este 
Juzgado el 09 de noviembre de 2021, por conducta concluyente al día siguiente, 
esto es, el 10 del mismo mes y año, una vez el asunto fue noticia en diversos 
medios de comunicación a nivel nacional. Fecha en la que además, la 
Secretaría del Despacho publicó la referida providencia en la página web de la 
Rama Judicial y pudo ser consultada por la ciudadanía en general.  
 
Así, el término vencía el 16 de noviembre de 2021 (días hábiles 11, 12 y 16) y los 
incidentes fueron radicados los días 12 y 16 del mismo mes y año. Por tanto, hay 
lugar a analizar de fondo las solicitudes de nulidad presentadas, con excepción 
de las radicadas por los municipios de Ibagué, Inírida, por la Asociación 
Colombiana de Ciudades Capitales y por el Senado de la República y la 
Cámara de Representantes, por las razones que se expondrán a continuación. 
 
2.9.1 Asociación Colombiana de Ciudades Capitales - Asocapitales 
 
Como vimos anteriormente, la directora ejecutiva de la Asociación Colombiana 
de Ciudades Capitales – Asocapitales, está solicitando se declare la nulidad de 
proceso como consecuencia de la vulneración del derecho al debido proceso 
de las ciudades capitales de Colombia, y adujo tener legitimidad en la causa 
para adelantar dicha actuación procesal, pues afirma, que esta asociación 
tiene como propósito defender los intereses de las ciudades capitales, entre ellos, 
la protección de los derechos al debido proceso y la defensa judicial que se 
vean vulnerados en las decisiones proferidas por las autoridades públicas en 
ejercicio de sus funciones constitucionales y legales.  

 

31 Const. Auto 043, Agos.22/1996, M.P. Jorge Arango Mejía. 
 



 
 
Expediente:     11001 33 34 003 2021 00354 00  
Accionante:     Miguel Ángel Bravo Gutiérrez 
Accionados:    Senado de la República - Cámara de Representantes  
Asunto:           Resuelve solicitudes de nulidad  
 

Página 38 de 55 
 

 
El artículo 314 de la Constitución Política32, señala que quien ostenta la 
representación legal de los municipios es el respectivo alcalde como jefe de la 
administración. Por tanto, en cuanto a la capacidad y representación de las 
entidades y órganos que conforman el sector descentralizado territorialmente, 
quien cuenta con legitimación para reclamar derechos propios de estos entes 
es el alcalde municipal o distrital.  
 
En ese sentido, tratándose de municipios, para actuar como parte o intervenir 
en procesos judiciales o extrajudiciales, deben hacerlo por intermedio de quien 
ostenta el atributo de representación y cuenta, por tanto, con capacidad para 
comparecer al proceso, calidades que se encuentran en cabeza de su 
representante legal, es decir, el respectivo alcalde. 
 
Lo anterior significa que, tratándose de procesos o actuaciones en los que se 
controvierten presuntos derechos de las entidades territoriales (municipios), quien 
tiene aptitud legal para realizar válidamente actos procesales es su 
representante legal, esto es, el alcalde del respectivo municipio directamente, o 
a través del funcionario en quien haya delegado la representación judicial, o del 
profesional en derecho que este designe. 
 
Asimismo, cabe recordar que el artículo 135 del CGP claramente establece que 
quien ostenta legitimación para proponer una nulidad procesal es directamente 
la persona afectada, ello quiere decir, que la presunta irregularidad que 
conlleve alguna de las causales taxativas previstas en la ley, sólo podrá ser 
alegada por el titular del derecho que estima conculcado. 
 
Bajo dicho contexto, lo primero que se observa es que la Asociación Colombiana 
de Ciudades Capitales, pretende realizar una actuación procesal que debe ser 
ejercida directamente por los entes territoriales respecto de los cuales se alega 
la configuración de una causal de nulidad; esto es, quienes se encuentran 
legitimados para proponer el respectivo incidente son los alcaldes municipales o 
distritales, según corresponda. 
 
Po lo tanto, Asocapitales no tiene capacidad legal para actuar en nombre de 
los entes municipales que integran dicha asociación sin ánimo de lucro, pues se 
reitera, por mandato constitucional y legal quienes tienen tal calidad son los 

 

32 “ARTICULO 314. <Artículo modificado por el artículo 3 del Acto Legislativo No. 2 de 2002. El nuevo texto es 
el siguiente:> En cada municipio habrá un alcalde, jefe de la administración local y representante legal del 
municipio, que será elegido popularmente para períodos institucionales de cuatro (4) años, y no podrá ser 
reelegido para el período siguiente. (...)” 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/acto_legislativo_02_2002.html#3
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alcaldes. Además, debe indicarse que de conformidad con lo consignado en el 
certificado de existencia y representación legal de la asociación, esta tiene por 
objeto, entre otras, desarrollar actividades para mejorar la calidad de vida de los 
habitantes de los asociados, y si bien se señala que para ello podrá representar 
y defender los derechos y los intereses generales de los asociados, ello debe 
entenderse en consonancia con las normas imperativas de orden constitucional 
ya citadas, por lo que, en materia de asuntos jurídicos, la misma asociación 
señala que sus funciones se relacionan con emitir conceptos de 
constitucionalidad frente a proyectos de ley que sean de interés para las 
ciudades capitales; emitir conceptos jurídicos que solventen las dudas de sus 
asociados; liderar mesas de trabajo, jornadas de actualización y de educación 
no formales orientados a funcionarios de ciudades capitales, entre otras.  
 
Así entonces, no puede entenderse que, bajo la conformación de una 
asociación sin ánimo de lucro conformada por las ciudades capitales del país, 
se sustituya la capacidad y representación para ser parte en un proceso judicial 
que se encuentra en cabeza de los alcaldes. Más aún, cuando tampoco se 
prueba la existencia de un esquema asociativo territorial bajo los parámetros 
dispuestos en la Ley 1454 de 201133. 
 
Ahora bien, en relación con la afirmación según la cual Asocapitales tiene un 
interés legítimo y directo en el presente proceso de tutela por las órdenes 
emitidas en el fallo, el Juzgado debe precisar que ninguna orden fue emitida 
respecto de dicha asociación, por tanto, tampoco le asiste razón a esta persona 
jurídica en tal sentido. 
 
En razón a todo lo anterior, el incidente de nulidad presentado por la Asociación 
Colombia de Ciudades Capitales será rechazado. 
 
2.9.2 Municipio de Ibagué 
 
Observa el Juzgado que la jefe de la Oficina Jurídica del mencionado ente 
territorial presentó incidente de nulidad por falta de notificación y vinculación de 
posibles terceros con interés, en particular frente a dicho municipio, pues se 
considera afectado en forma directa con la orden emitida en el numeral 
segundo del fallo de tutela. Igualmente, alega carencia de argumentativa 
frente a la vulneración de los derecho fundamentales del accionante. 
 
Pues bien, conforme se señaló en el numeral 2.1 de esta providencia uno de los 
presupuestos para la procedencia de la nulidad y su estudio de fondo, es que la 

 

33 “Por la cual se dictan normas orgánicas sobre ordenamiento territorial y se modifican otras disposiciones.” 
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actuación procesal haya sido presentada oportunamente, esto es, dentro de los 
tres días siguientes a la notificación, en este caso, de la sentencia. 
 
Entonces, en el caso bajo estudio la sentencia respecto de la cual las 
mencionadas entidades territoriales alegan tener un interés legítimo como 
terceros fue proferida el 09 de noviembre de 2021, y notificada a las partes, así 
como publicada a nivel nacional al día siguiente. Es decir, dichas entidades se 
entendieron notificadas de la sentencia por conducta concluyente el 10 de 
noviembre de 2021, fecha en la cual, además, el asunto fue noticia en diversos 
medios de comunicación a nivel nacional.  
 
Por tanto, el término para alegar nulidades procesales vencía el 16 de noviembre 
de 2021, sin embargo, en el caso del municipio de Ibagué dicha actuación fue 
radicada en esta fecha, pero por fuera del horario hábil34, con lo cual, en virtud 
de lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 109 del CGP35, la misma se 
entiende presentada al día siguiente. 
 
En consecuencia, resulta claro que el incidente de nulidad presentado por el 
mencionado municipio debe ser rechazado por extemporáneo y así se 
dispondrá en la parte resolutiva del presente auto. 
 
2.9.3. Municipio de Inírida 
 
Dicho ente territorial alega la nulidad de lo actuado por cuanto no se vinculó al 
presidente de la República y no se le permitió ejercer su derecho de defensa.  
Frente a esta solicitud, el Juzgado desde ya advierte que la misma será 
rechazada, pues de la lectura del escrito presentado se evidencia que el 
municipio de Inírida no está solicitando un derecho para sí, sino para una persona 
distinta frente a la cual no tiene capacidad ni representación. 
 
Por lo tanto, no cuenta con legitimación para proponer la alegada nulidad en 
los términos del artículo 135 del CGP, pues toda su argumentación gira en torno 
a defender intereses de la Presidencia de la República, tan es así que, presentó 
idéntico escrito al radicado por el Departamento Administrativo de la 
Presidencia de la República. 
 

 

34 A las 6:14 p.m. 
35 “ARTÍCULO 109. PRESENTACIÓN Y TRÁMITE DE MEMORIALES E INCORPORACIÓN DE ESCRITOS Y 
COMUNICACIONES. (...) 
Los memoriales, incluidos los mensajes de datos, se entenderán presentados oportunamente si son recibidos 
antes del cierre del despacho del día en que vence el término.” 
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2.9.4 Senado de la República y Cámara de representantes 
 
Como se expuso, las mencionadas autoridades consideran que debe declararse 
la nulidad de la sentencia proferida por este Juzgado el 09 de noviembre de 
2021, pues previo a ello debió vincularse a la Presidencia de la República, a las 
entidades del nivel central y las descentralizadas territorialmente.  
 
Al respecto, se debe recordar lo señalado en el numeral 2.1 de esta providencia, 
en especial lo dispuesto en el artículo 135 del CGP, en relación con la 
legitimación para impetrar causal de nulidad, así como la oportunidad para 
hacerlo. 
 
Pues bien, lo primero que se observa es que ambas autoridades en el trámite de 
la acción de tutela presentaron escrito de contestación, sin que en esa 
oportunidad hubieran puesto de presente la situación que ahora exponen, pese 
a que, conforme a sus razones para alegar la nulidad, conocían los hechos a 
que atribuyen el presunto interés legítimo que les asistía a la Presidencia de la 
República y a las entidades descentralizadas territorialmente de ejecutar 
contratos interadministrativos en virtud del artículo 125 del proyecto de ley 
aprobado por ambas corporaciones; por lo tanto, debió advertirlo como 
fundamento de su defensa y no con posterioridad, como pretende hacerlo 
ahora. 
 
Asimismo, la Corte Constitucional ha señalado que en caso de que el vicio se 
funde en situaciones acaecidas con anterioridad al momento de proferirse el 
fallo, las partes que intervinieron en el proceso constitucional deben elevar la 
solicitud de nulidad antes de que se emita la sentencia correspondiente, pues 
de lo contrario, pierden su legitimidad para invocarla posteriormente36. 
 
Lo anterior, respalda entonces el rechazo del incidente propuesto, pues en virtud 
de la norma antes descrita, en todo caso las accionadas ya no se encuentran 
facultadas para proponer el vicio de nulidad que aquí alegan. 
 
Ahora bien, resulta de vital relevancia, sin perjuicio de lo anterior, advertir que el 
Senado de la República y la Cámara de Representantes tampoco se 
encuentran legitimadas para solicitar la nulidad que predican, por cuanto las 
presuntas personas jurídicas de derecho público afectadas con esta son distintas 
de aquellas. Es decir, según la norma antes citada, resulta claro que quien 
ostenta legitimación para proponer una nulidad procesal es directamente el 
titular del derecho que se estima conculcado, y no otras, más aún cuando el 

 

36 Const. Auto 536, Nov.19/2015, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. 
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Senado y la Cámara, no tienen la capacidad legal ni constitucional de 
representación frente a las entidades respecto de las cuales predican la falta de 
vinculación al proceso. 
 
En razón a lo explicado, el Juzgado rechazará la solicitud de nulidad propuesta 
por dichas autoridades administrativas. 
 
2.9.5 Entidades descentralizadas territorialmente 
 
Los municipios de Pasto, Leticia, Montería, Popayán, Manizales, Pereira, Tunja, 
Inírida, Quibdó y Gamarra, así como los Distritos Especiales de Cali y Barranquilla, 
consideran que se configura causal de nulidad porque el Despacho omitió 
vincularlos como terceros con interés legítimo, pasando por alto que la discusión 
en torno a la aplicación o no de la modificación realizada al parágrafo 38 de la 
Ley 996 de 2005, por el proyecto de Ley 158 de 2021, tiene claros efectos frente 
dichos municipios, al ordenar en el fallo de tutela abstenerse de dar aplicación 
a la misma; intereses como la reactivación económica mediante el desarrollo de 
programas y proyectos con autoridades del orden nacional.  
 
Asimismo, exponen que lo decidido por el Juzgado en la sentencia del 09 de 
noviembre de 2021, incide en los temas contractuales de las referidas entidades 
territoriales, lo cual, en su criterio, contraría el artículo 287 constitucional que 
establece su derecho a la autonomía para la gestión de sus intereses, así como 
administrar los recursos. 
 
El municipio de Pasto, estima vulnerados sus derechos al debido proceso y 
defensa en tanto señala que el Juzgado en el fallo dio por hecho que los 
convenios que se celebrarían darían lugar a situaciones irregulares que no se 
acompasan con el marco constitucional que gobierna las actuaciones públicas.  
 
Los Municipios de Ibagué, Quibdó y Santiago de Cali, manifiestan que la 
mencionada sentencia está viciada de nulidad por cuanto “la decisión carece 
por completo de fundamentación" respecto a la configuración de la violación o 
amenaza a los derechos fundamentales del accionante, y señalan que la 
determinación de la validez de las actuaciones del Congreso de la República le 
corresponde de manera prevalente a la Corte Constitucional y no al Juez de 
Tutela. Además, refieren que existió una calificación hipotética frente a la 
vulneración al debido proceso legislativo, por sólo referirse a la expedición 
mediante una ley ordinaria de una disposición correspondiente a una ley 
estatutaria. 
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Asimismo, el Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla sostiene que de 
conformidad con el Decreto 333 del 2021, este Despacho judicial no tenía 
competencia para decidir la presente acción constitucional.  
 
Para resolver el asunto resulta pertinente, en primer lugar, traer a colación lo 
dispuesto en el artículo 13 del Decreto 2591 de 1991, en cuanto establece: 
 

“Personas contra quien se dirige la acción e intervinientes. La acción se 
dirigirá contra la autoridad pública o el representante del órgano que 
presuntamente violó o amenazó el derecho fundamental. Si uno u otro 
hubiesen actuado en cumplimiento de órdenes o instrucciones impartidas 
por un superior, o con su autorización o aprobación, la acción se entenderá 
dirigida contra ambos, sin perjuicio de lo que se decida en el fallo. De 
ignorarse la identidad de la autoridad pública, la acción se tendrá por 
ejercida contra el superior. 
 
Quien tuviere un interés legítimo en el resultado del proceso podrá intervenir 
en él como coadyuvante del actor o de la persona o autoridad pública 
contra quien se hubiere hecho la solicitud”. (Se resalta) 

 
En atención a la norma transcrita, y de acuerdo con lo desarrollado en la 
jurisprudencia citada en el numeral 2.8 de esta providencia, quien ostente la 
calidad de tercero con interés pude intervenir en el trámite de la acción de 
tutela como coadyuvante de alguna de las partes, y por tanto, no se les permite 
reclamar un derecho propio para que sobre él haya decisión en el proceso. 
 
Por ello, su interés legítimo se encuentra enmarcado o delimitado al objeto del 
litigio, de manera que si el resultado del proceso pudiera afectarlo su 
intervención será permitida siempre que lo haga apoyando las razones del actor 
o de la persona o autoridad demandada, y no promoviendo sus propias 
pretensiones. 

 
Así, aun cuando la eventual orden que hace efectiva la protección de los 
derechos fundamentales se dirija a una persona distinta de aquella causante del 
agravio, no por ese hecho demuestra el interés legítimo, pues debe recordarse 
que quienes están llamados a intervenir necesariamente en el proceso de tutela 
o quienes ostentan interés legítimo en este, son aquellos que directamente 
participaron en la configuración del acto que vulnera los derechos 
fundamentales. 
 
En ese sentido, el Juzgado observa que ninguna de las razones expuestas por 
quienes consideran debieron ser vinculados al trámite surtido en esta instancia, 
se pueden considerar como argumentos que pretendan apoyar a alguna de las 
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partes, en este caso específico, a la autoridad demandada. Así, ninguna razón 
de hecho o de derecho se expone en relación con el trámite legislativo que se 
adelantó respecto del artículo 125 del proyecto del ley enjuiciado, por el 
contrario se plantean aspectos ajenos a dicha discusión, tales como un presunta 
injerencia en su autonomía presupuestal o en la imposibilidad de ejecutar 
proyectos incluidos en sus planes de desarrollo. Es decir, no existe actuación de 
naturaleza coadyuvante, sino de pretensiones propias que se alejan del debate 
propio de la discusión planteada. 
 
Debe señalarse que los problemas jurídicos planteados en la sentencia emitida 
por este juzgado fueron: ¿Es procedente la acción de tutela para controvertir 
decisiones legislativas? y, ¿Se vulnera el debido proceso por haberse tramitado 
dentro de una ley ordinaria la reforma a una ley estatutaria, por afectar el 
principio de reserva legal y lo previsto en el artículo 152 de la Constitución 
Política? En ese sentido, el litigio giró a determinar por un lado, si encontrándose 
hasta ese momento la precitada disposición en el ámbito de proyecto y no de 
ley, existía otro mecanismo para ejercer control de constitucionalidad, y por otro, 
si se había afectado el principio de reserva de ley y en consecuencia los 
derechos al debido proceso legislativo e igualdad electoral. 
 
Bajo este contexto, este Juzgado no encuentra clara la calidad de terceros con 
interés que dicen ostentar las referidas entidades territoriales frente al trámite de 
primera instancia, pues el origen del posible interés legítimo necesariamente 
debe estar ligado principalmente al proceso respectivo y lo que 
específicamente en él se debate, pues ninguna de estas tenía la facultad 
constitucional o legal de tomar parte en los actos respecto de los cuales se 
instauró la acción constitucional, esto es, en el trámite legislativo surtido para la 
aprobación del referido proyecto de ley. 
 
Así las cosas, si bien las órdenes tendientes a garantizar los derechos 
fundamentales que se encontraron vulnerados necesariamente debían recaer 
en estas entidades, lo cierto es que ese sólo hecho no demuestra la relación de 
causalidad entre sus funciones y las razones de la trasgresión constitucional o 
vinculación jurídica con alguna de las partes. Más aún cuando, se insiste, no se 
cumplió la carga argumentativa que permita dilucidar su naturaleza de 
coadyuvante.  
 
Por tanto, de la revisión de los hechos, pretensiones y defensa presentados 
dentro del trámite de la acción constitucional, ninguna referencia se advirtió 
respecto de los posibles efectos del fallo frente a las entidades descentralizadas 
territorialmente, así como tampoco, del estudio realizado por el Juzgado se 
encontró que se presentara la afectación a un tercero dentro del marco de 
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análisis sobre el cual se recayó su pronunciamiento y la situación fáctica que 
hasta ese momento acontecía. 
 
Ahora bien, no es cierto que en el referido fallo de tutela se haya dado por hecho 
que los convenios interadministrativos que se celebrarían darían lugar a 
situaciones irregulares que no se acompasan con el marco constitucional que 
gobierna las actuaciones públicas, como sostienen alguno de los incidentantes, 
pues como se explicó, el objeto del debate jurídico no giró en torno a actuación 
o funciones de dichas entidades y mucho menos se dieron por ciertas situaciones 
contrarias al ordenamiento jurídico en cabeza de estas. Por lo anterior, no existió 
vulneración al debido proceso y derecho de defensa. 
 
Por otra parte, es de conocimiento público que luego de proferida la sentencia 
en esta instancia, el señor presidente de la República anunció en medios de 
comunicación que había sancionada la Ley General de Presupuesto 2022, 
incluido el artículo respecto del cual este Despacho concluyó que había existido 
violación al principio de reserva de ley. Esta situación se produjo bajo la libertad 
en el ejercicio de las facultades con que cuenta el presidente en cuanto a la 
sanción y/u objeción de los proyectos de ley, y respecto de las cuales este 
juzgado no emitió orden alguna, no obstante, configura una situación fáctica 
posterior y frente a la cual corresponderá al juez de segunda instancia 
determinar su incidencia y la procedencia o no de vinculación de otras 
autoridades públicas en el trámite de impugnación. 
 
Ello, por cuanto como se precisó en la sentencia SU - 116 de 2018, la oportunidad 
para realizar la integración del contradictorio cuando se advierte que la decisión 
afectará a un tercero, su vinculación deberá realizarse previo a proferir el fallo 
de tutela, sin que sea posible integrar la Litis una vez emitida la misma. Por lo que, 
el superior al decidir la impugnación podrá ordenar las vinculaciones que, 
conforme a la situación fáctica y jurídica en ese estado, se presente. 
 
Tampoco se evidencia causal de nulidad por considerar que “la decisión carece 
por completo de fundamentación", pues, la misma no se encuentra 
taxativamente contemplada en la ley, y, en todo caso, porque ello constituiría 
argumentos tendientes a debatir lo decidido y no concretamente a que se 
contemple causal de nulidad alguna. 
 
No obstante, se estima necesario precisar que la sentencia del 09 de noviembre 
del presente año se encuentra suficientemente sustentada no sólo frente a la 
legitimación en la cusa por activa, sino también en las razones de hecho que 
conculcaron los derechos fundamentales. Para el efecto, basta con remitirnos a 
lo allí expuesto donde se precisó que cualquier ciudadano colombiano tiene 
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legitimación para incoar el presente mecanismo constitucional frente a 
presuntas actuaciones irregulares de los congresistas en ejercicio de su función 
legislativa, pues estas, pueden afectar derechos fundamentales como el debido 
proceso e igualdad, y porque en todo caso, dicha función legislativa emerge 
precisamente de la representación que en estos se delega y por tanto, resulta 
relevante la intervención de los ciudadanos como garantía de la democracia 
participativa y control al poder político a la gestión pública 
 
Por lo anterior, se señaló que el accionante Miguel Ángel Bravo Gutiérrez es 
ciudadano colombiano y por tanto, conforme al preámbulo de la Constitución, 
el artículo 2 y lo reglado en el artículo 153 ídem, relativo a los principios 
democráticos y participativos, como la garantía de intervención en las 
decisiones que los afectan, así como la garantía de defensa o impugnación de 
los actos relacionados con leyes estatutarias, se encontraba acreditada la 
legitimación por activa para acudir a la acción constitucional. 
 
Así mismo, se efectúo un amplio contexto constitucional y jurisprudencial en 
relación con el principio de reserva de ley, para concluir que bajo dicho marco 
tanto el Senado de la República como la Cámara de Representantes habían 
desatendido lo dispuesto en el artículo 153 constitucional, al aprobar una 
modificación de una ley estatutaria mediante el trámite previsto para una ley 
ordinaria.  
 
Por último, en relación con la alegada falta de competencia de este Despacho 
para decidir la presente acción constitucional, debemos remitirnos a lo señalado 
en el Decreto 333 del 2021.  
 

“Artículo 1°. Modificación del artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015.  
 
Modifíquese el artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, el cual quedará 
así: "ARTÍCULO 2.2.3.1.2.1. Reparto de la acción de tutela. Para los efectos 
previstos en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, conocerán de la acción 
de tutela, a prevención, los jueces con jurisdicción donde ocurriere la 
violación o la amenaza que motivare la presentación de la solicitud o donde 
se produjeren sus efectos, conforme a las siguientes reglas:  
(…) 
2. Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, 
organismos entidad pública del orden nacional serán repartidas, para su 
conocimiento en primera instancia, a los Jueces del Circuito o con igual 
categoría. 
(…) 
12.Las acciones de tutela dirigidas contra las actuaciones del Presidente de 
la República, incluyendo las relacionadas con seguridad nacional, así como, 
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las actuaciones administrativas, políticas, programas y/o estrategias del 
Gobierno nacional, autoridades, organismos, consejos o entidades públicas 
relacionadas con la erradicación de cultivos ilícitos, serán repartidas para su 
conocimiento en primera instancia, al Consejo de Estado. (…)” 
 

Dentro de las consideraciones de dicho acto administrativo, se puso de presente 
que la Corte Constitucional mediante Auto 124 del 25 de marzo de 2009, 
providencia hito en asuntos de reparto y de competencia de la acción de tutela, 
enfatizó que "(…) las únicas normas que determinan la competencia en materia 
de tutela son el artículo 86 de la Constitución, que señala que ésta se puede 
interponer ante cualquier juez, y el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, que 
establece la competencia territorial y la de las acciones de tutela que se dirijan 
contra los medios de comunicación.”, por lo que los decretos reglamentarios que 
se emitan al respecto, constituyen únicamente reglas de reparto y no de 
competencia. 
 
La anterior regla fue reiterada en auto 378 de 201837, al establecer que no se 
puede hablar de conflicto de competencia bajo la aplicabilidad de dichas 
normas reglamentarias. Por lo tanto, la norma citada por el incidentante no 
constituye criterio de competencia, y por ello, conforme al artículo 37 del 
Decreto 2195 de 199138, este juez constitucional contaba con competencia para 
conocer y decidir la presenta acción de tutela. 
 
Adicionalmente, debe recordarse que la acción de tutela se interpuso 
inicialmente ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca el 22 de octubre 
de 2021, cuyo conocimiento le correspondió por reparto al Magistrado Luis 
Gilberto Ortegón de la Sección Segunda, Subsección B, quien, mediante 
providencia del 25 de octubre de 2021, ordenó la remisión a los Juzgados 
Administrativos de Bogotá para conocer de la acción constitucional, sin que 
para ello considerara necesario vincular a ninguna otra autoridad distinta al 
Senado de la República y Cámara de Representantes. 
 
En razón a todo lo expuesto, se negarán las nulidades propuestas. 
 
2.9.6 Presidencia de la República 
 
El secretario jurídico del Departamento Administrativo de la Presidencia de la 
República solicita la nulidad procesal por la no vinculación procesal del 

 

37 Referencia: Expediente ICC- 3329 
38 “ARTICULO 37. PRIMERA INSTANCIA. Son competentes para conocer de la acción de tutela, a prevención, 
los jueces o tribunales con jurisdicción en el lugar donde ocurriere la violación o la amenaza que motivaren 
la presentación de la solicitud. (…)” (resalta el Juzgado) 
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presidente, advirtiendo que la orden dada en el fallo de tutela configura la 
afectación de sus derechos fundamentales al debido proceso, a la defensa y a 
la contradicción. 
 
En este punto es necesario hacer referencia a una línea de tiempo, la actuación 
procesal y los efectos del fallo para salvaguardar el amparo de los derechos 
fundamentales. 
 
Cuando se presentó la acción de tutela, el estudio realizado por este juzgado se 
concentró efectivamente en lo que es considerado la vulneración al debido 
proceso legislativo en la forma que se expuso en el fallo de tutela, por 
desconocer el principio de reserva. 
 
Asimismo, es necesario advertir que el escenario en el que se produce tal 
vulneración tiene lugar en el órgano colegiado que a su vez tiene como objetivo 
ser pragmático de la representación democrática, de tal manera que a través 
de la representatividad de todos los colombianos y por virtud de la soberanía 
que tanto Senado y Cámara representan, conforme a los artículos 3 y 150 de la 
Constitución Política, se hacen las leyes. 
 
Para ello, como se explica en los numerales 2.5 y 2.6 de esta providencia y 
conforme a la Constitución, se establecen la reglas claras y precisas en que se 
debe expedir la ley conforme al principio de reserva formal y material. 
 
De tal manera que, cuando la alteración al debido proceso o su afectación es 
originada en el factor más representativo de la democracia, la discusión jurídico 
procesal se centra en el marco de la acción de tutela en quien trasgredió el 
debido proceso. 
 
Lo anterior conlleva a establecer, que si por virtud de competencias quien está 
habilitado para tramitar la ley es el congreso, la vulneración a los derechos 
fundamentales que allí se configuran son originados precisamente respecto de 
las dos cámaras que lo conforman y no respecto de otras entidades del Estado.  
 
Tal análisis fue objeto de valoración por parte del juzgado y por lo mismo no se 
admitió la acción de tutela en la forma que lo expuso el accionante respecto 
de cada congresista que aprobó la reforma a la ley estatutaria, en tanto que, 
no se trata de un comportamiento individual que se analiza en sede de tutela, 
sino de la configuración de la vulneración al debido proceso por parte del 
Senado y la Cámara debido a la forma en que se votó y aprobó la modificación 
a una ley estatutaria. 
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En otras palabras, para el momento en que se presentó la acción de tutela y se 
profirió el fallo de primera instancia, se calificó el actuar del Senado y Cámara 
de Representantes como integrantes del Congreso de la República, en tanto 
que, se insiste, fueron quienes aprobaron la modificación de la ley estatutaria a 
través de una ley ordinaria, con lo cual, como se explica en el fallo de tutela, se 
vulneró el debido proceso legislativo.  
 
Por otra parte, acorde con las funciones únicas y exclusivas del presidente de la 
República referidas en el numeral 2.7 de esta providencia, el juez de tutela, 
contrario a lo afirmado por el secretario jurídico del Departamento Administrativo 
de la Presidencia de la República, garantizó de manera clara y precisa la 
autonomía y valoración única e indelegable del presidente de la República para 
sancionar u objetar el proyecto de ley. 
 
Desde ese marco y el proceder del juez de tutela, no existe quebrantamiento 
alguno de los derechos al debido proceso, contradicción o defensa del  jefe de 
Gobierno y de Estado en su rol constitucional y por lo mismo, ninguna orden 
estuvo encaminada a indicársele si debía o no objetar el proyecto de ley. 
 
Tampoco se dispuso que realizara la remisión ante la Corte Constitucional, de tal 
modo que se salvaguardó su autonomía e independencia para ejercer de 
manera libre lo reglado en los artículos 166, 167 y 168 de la Constitución Política. 
 
En su sabiduría el presidente contó con la facultad y así lo hizo, de manifestar su 
autonomía respecto del proyecto de ley, sin que el juez de tutela le hubiere 
realizado limitación alguna frente a lo que sería su única y autentica 
manifestación de voluntad en el trámite que conllevaría a la finalización del 
proyecto de ley en ley de la República.  
 
Así, el hecho de la no vinculación tenía por objeto único y directo salvaguardar, 
precisamente, la materialización de los derechos y deberes del presidente de la 
República, por lo que se destaca lo siguiente: 
 
Hasta antes de proferir el fallo de tutela e incluso el mismo día en que                           
se expidió, el presidente de la República no actuó dentro del trámite que se 
discutía, esto es, sobre la aprobación o no del proyecto de ley y no lo hace 
debido a la independencia y reserva del Congreso para su discusión. 
 
Por lo tanto, no se evidenció, ni se comprobó la intervención del presidente de 
la República en el trámite del proyecto de ley ante el Congreso, en la medida 
en que, se insiste, es competencia exclusiva del Congreso, atendiendo a los 
aspectos de materia y forma que la propia Constitución indica.  
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Así, desde luego que el desconocimiento del debido proceso legislativo por 
parte del Congreso es lo que conlleva a establecer el estudio realizado por el 
juez de tutela y, ante la probada ausencia de actuación del presidente de la 
República en el trámite legislativo, no se encontró en el momento de la admisión 
de la tutela o durante su trámite, acción u omisión atribuible al presidente que 
configurara la afectación al debido proceso legislativo, en cuanto se modificó 
una ley estatutaria desconociendo el principio de reserva. 
 
Insiste el juzgado en la libertad de ejercicio del presidente de sancionar u objetar 
el proyecto de ley, potestad que quedó a salvo, la cual fue materializada 
después de notificado el fallo en la forma en la que su autonomía se lo permitió. 
 
En esa línea de tiempo, acompañada con las competencias señaladas no se 
encuentra vulneración alguna a los derechos del presidente de la República, en 
tanto que el juez de tutela fue garante del derecho-deber que le asiste conforme 
a los artículos 166, 167 y 168 de la Constitución Política. 
 
Ahora bien, precisada la ausencia de intromisión del juez de tutela o de 
alteración en el ejercicio libre de la competencia del presidente de la República 
para objetar o sancionar los proyectos de ley aprobados por el Congreso, resulta 
relevante hacer la distinción entre la competencia que tiene el juez de tutela 
para impartir órdenes con miras a garantizar el cumplimiento del amparo de los 
derechos fundamentales, esto es, la garantía de aplicabilidad del fallo. 
 
Para ello, el juez constitucional requiere hacer una proyección en el tiempo y 
establecer los efectos del fallo hacia el futuro a partir de una situación 
consolidada al momento de interponerse la acción de tutela, que, como en el 
presente asunto, y así se explicó en el fallo de tutela, resulta necesaria para 
prevenir un perjuicio irremediable como mecanismo transitorio.   
 
Esas medidas que adopta el juez no son originadas en una acción u omisión del 
presidente ni de las entidades públicas, de tal manera que su fuente de 
obligación no se edifica en su actuar ni provienen de un análisis de participación 
directo o indirecto, en la medida que, como se explicó, la decisión se originó en 
la actuación del Senado y la Cámara de Representantes como partes del 
Congreso de la República. 
 
Bajo tal prisma, las órdenes que se dieron al proferir el fallo no corresponden a 
acción u omisión del presidente de la República y por lo mismo, no existe una 
causalidad entre el actuar del mismo y el trámite dado en el Congreso de la 
República, en la forma ya precisada por el Juzgado y, por lo mismo, la 
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exigibilidad de inaplicación normativa se da bajo el único fin de salvaguardar la 
supremacía de la Constitución, en la forma que se indica en el artículo 4 de la 
norma superior, en tanto es claro en señalar que “en todo caso de 
incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán 
las disposiciones constitucionales”. 
 
Ese mandato de supremacía no puede ser tenido en cuenta de manera 
parcializada. En otras palabras, no resulta válido afirmar las competencias del 
ejecutivo en uno y otro sentido previstas por la constitución sino se da la 
aplicabilidad a lo reglado en todo el texto constitucional, conforme a la 
normativa contenida en el artículo 4. 
 
De tal manera que las disposiciones constitucionales no pueden convertirse en 
una revisión selectiva o parcializada para su aplicación y, en esa medida, la 
orden de inaplicación por la supremacía de la constitución dada en el fallo de 
tutela de modo alguno se constituye en un quebranto de derechos 
fundamentales del presidente de la República, en tanto que, como se expresó, 
fueron proyectadas y determinadas en el tiempo a partir de todas las hipótesis 
posibles con miras a salvaguardar, entre otros, el derecho al debido proceso 
legislativo, sin que las referidas órdenes se hayan dado como consecuencia del 
actuar del presidente, sino que, insiste el juzgado, han sido proyectadas a evitar, 
como bien se determinó en el fallo de primera instancia, un perjuicio 
irremediable. 
 
Así las cosas, el Juzgado observa que las razones expuestas por la Presidencia de 
la República no se constituyen en argumentos de hecho o de derecho respecto 
a la alegada vulneración realizada en la demanda, con relación al debido 
proceso en el trámite legislativo que se adelantó por parte del Congreso frente 
al artículo 125 del proyecto de ley enjuiciado, puesto que ninguna de estas 
acciones trasgresoras le eran atribuibles al presidente en el trámite de primera 
instancia, por lo tanto, la base del argumento radica en que se le da una orden 
sin que se haya vinculado previamente, ante lo cual se reitera que las órdenes 
se estructuraron de tal forma que garantizaran los derechos fundamentales que 
se encontraron amenazados de vulneración y necesariamente debían recaer 
sobre los destinatarios de la ley, sin que tal actuación quebrantara de forma 
alguna el derecho de defensa y contradicción del señor presidente de la 
República como se argumentó con amplitud anteriormente, razón por la cual, 
será negada la solicitud de nulidad. 
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En todo caso, como se precisó en la sentencia SU - 116 de 201839, la vinculación 
de la presidencia se puede realizar en el trámite de la segunda instancia, en 
atención a la sanción efectuada por el presidente con posterioridad al fallo de 
primera instancia, inclusive en el trámite de revisión por parte de la Corte 
Constitucional, en caso de ser seleccionada, sin que ello, de manera alguna, 
conlleve a retrotraer la actuación surtida previa a la sanción de la ley. Por lo que 
el superior al decidir la impugnación, podrá ordenar las vinculaciones que, 
conforme a la situación fáctica y jurídica que en ese estado se configure, 
considere pertinentes. 
 
2.9.7 Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado 
  
El director de Defensa Jurídica Nacional considera que se configura la nulidad 
procesal de la presente tutela, concretamente por no habérsele notificado.  
 
Lo primero que debe precisar el juzgado conforme a las premisas expuestas en 
el numerales 2.2, 2.3 y 2.4 de esta providencia, es la diferenciación entre la 
regulación normativa especial de la acción de tutela y la inexistencia de un 
cláusula de remisión abierta a cualquier procedimiento. 
 
De tal manera que en sede de tutela, lo admisible resulta exclusivamente 
respecto de los principios generales del CGP a la interpretación del trámite de la 
acción de tutela en todo aquello que no sea contrario a su naturaleza expedita 
y especial, conforme a lo dispuesto en el artículo 4 del Decreto 306 de 199240, 
reglamentario del Decreto 2591 de 1991, sin que el total de las normas allí 
previstas se trasladen de manera automática al procedimiento de la acción de 
tutela, pues ello desnaturalizaría su trámite preferencial, expedito y sumario. 
 
En esa medida no existe norma alguna que conlleve a la obligación de 
notificación de las acciones de tutela a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica 
del Estado, diferente a lo reglado en el artículo 199 del CPACA que, como se 
expuso, comprende lo relacionado con los medios de control mas no con la 
acción de tutela ni de habeas corpus. 
 
La tesis que pretende esgrimir la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 
Estado tiene dos limitaciones relevantes. La primera, a partir del marco jurídico, 

 

39 C. Const. Sent. SU-116, Nov. 8/2018. M.P. José Fernando Reyes Cuartas. 
40 “Artículo 4° De los principios aplicables para interpretar el procedimiento previsto por el decreto 2591 de 
1991. Para la interpretación de las disposiciones sobre trámite de la acción de tutela previstas por el Decreto 
2591 de 1991 se aplicarán los principios generales del Código de Procedimiento Civil, en todo aquello en 
que no sean contrarios a dicho Decreto. (…)”  
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en el que, se insiste, no está determinada la notificación a esta Agencia de las 
acciones de tutela en cualquier procedimiento que en el marco de la acción 
constitucional se adelante en contra de entidades del orden nacional. La 
segunda, de aceptarse tal interpretación no dispuesta por la normatividad, 
conllevaría a la nulidad de todas las acciones de tutela que se tramitan ante la 
jurisdicción contenciosa en las que no se ha realizado su notificación. 
 
Así las cosas, la petición de nulidad por la ausencia de notificación en el presente 
asunto no es de recibo por parte del juzgado, en la medida en que no es 
procedente la aplicación de las normas procesales definidas por el legislador 
para los medios de control previstos en el CPACA frente a las norma fijadas en el 
Decreto 2591 de 1991 y, por lo mismo, la falta de notificación del auto admisorio 
de manera alguna conlleva a la nulidad de lo actuado, máxime cuando el 
actuar pretendido por la Agencia no está regulado y por esa misma vía la 
consecuencia. 
 
La interpretación de la aplicación del marco procesal dispuesto tanto por el CGP 
como por el CPACA, realizada por esta Agencia para considerar que se 
presenta la nulidad no es aceptable, no solo por la inexistencia normativa 
especial que así lo disponga, sino por la realidad fáctica que se configura, y por 
lo mismo será negada la petición de nulidad. 
 
2.9.8 Ministerio de Hacienda y Crédito Público  
 
Por utilidad conceptual el juzgado reitera los mismos argumentos señalados en 
el numeral que precede respecto de la causa que dio origen a la vulneración 
de los derechos, entre ellos el debido proceso legislativo indicado en el fallo de 
tutela y las medidas necesarias para su cumplimiento y la protección efectiva, 
así como la tesis expuesta en la resolución de las nulidades presentadas por los 
municipios, por lo que se negará la nulidad propuesta por el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público. 
 
2.10 Otro asunto 
 
Observa el Juzgado que los municipios de Pasto, Manizales, Pereira, Gamarra y 
el Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla, así como el Senado de la 
República y la Cámara de Representantes, actúan en el presente trámite de 
nulidad por intermedio de apoderado, para lo cual aportaron los respectivos 
poderes y anexos que cumplen con las exigencias de ley. 
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Por lo tanto, se reconocerá personería adjetiva para actuar en este asunto a 
cada uno de estos abogados, conforme se individualizará en la parte resolutiva 
de esta providencia. 
 
En mérito de lo expuesto el Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de 
Bogotá, 
 

RESUELVE:  
 
PRIMERO. Rechazar las solicitudes de nulidad presentadas por la Asociación 
Colombiana de Ciudades Capitales, los municipios de Ibagué e Inírida y por el 
Senado de la República y la Cámara de Representantes, por las razones 
expuestas en la parte motiva. 
 
SEGUNDO. Negar la solicitud de nulidad propuesta por el Departamento 
Administrativo de la Presidencia de la República, la Agencia Nacional de 
Defensa Jurídica del Estado, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, los 
municipios de Pasto, Leticia, Montería, Manizales, Pereira, Tunja, Quibdó, 
Gamarra, y Popayán, así como los Distritos Especiales de Cali y Barranquilla, 
conforme lo expuesto en la parte motiva. 
 
TERCERO. Reconocer personería adjetiva a los siguientes profesionales del 
derecho: 
 
Al abogado Diego Mauricio Dueñas Villota, identificado con C.C. No. 
1.085.279.395 y Tarjeta Profesional 285.873 del C. S. de la J., como apoderado del 
municipio de Pasto. 
 
Al abogado Jorge Eduardo Cuervo Echeverri, identificado con C.C. No. 
10.288.074 y Tarjeta Profesional 83.644 del del C. S. de la J., como apoderado del 
municipio de Manizales. 
 
Al abogado Jhon Faber Quintero Olaya, identificado con C.C. No. 1.094.906.543 
y  Tarjeta Profesional 198.861 del del C. S. de la J., como apoderado del municipio 
de Pereira. 
 
A la abogada Nelcy Cecilia Mosquera Mariottis, identificada con C.C. No.  
1.1140.845.359 y Tarjeta Profesional 276.198 del C. S. de la J., como apoderada 
del Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla. 
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Al abogado Carlos Alberto Pallares Buelvas, identificado con C.C. No. 77.170.432 
y Tarjeta Profesional 101.603 expedida por el C.S. de la J., como apoderado del 
municipio de Gamarra. 
 
Al abogado Julián Andrés Prada Betancourt, con C.C. 80.226.416 y Tarjeta 
Profesional 173.071 expedida por el C.S. de la J., como apoderado del Senado 
de la República. 
 
Al abogado Andrés Felipe Ruíz Rivera, con CC 80.213.266 y Tarjeta Profesional 
209.083 expedida por el C.S. de la J., como apoderado de la Cámara de 
Representantes. 
 
CUARTO. Notifíquese el contenido de la presente providencia a los intervinientes 
a través del medio más expedito. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 
 
 

EDNA PAOLA RODRÍGUEZ RIBERO 
Jueza 


